
EJECUTIVO N° 2019 00370 00

INFORME SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  15  de  mayo de  2023  pasa  al
Despacho  de  la  señora  Jueza  informando  que  se  elevó  solicitud  de
corrección (Doc. 22 EE). Sírvase proveer.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., siete (7) de junio de dos mil veintitrés (2023).

Visto  el  informe  secretarial,  se  observa  que la  parte  actora  solicita  se
corrija providencia anterior proferida el 24 de abril de 2023 en tanto que
la  medida  cautelar  va  dirigida  en  contra  de  la  ejecutada  BOGOTÁ
DISTRITO CAPITAL y por error se indicó que era en contra de la misma
ejecutante PORVENIR S.A.

Teniendo en cuenta la solicitud elevada por el apoderado demandante y en
atención al control de legalidad que le asiste a este Despacho, se observa
que, en efecto,  en proveído anterior se incurrió en un lapsus calami al
momento de ordenar la elaboración de los oficios respecto de la medida
cautelar decretada en auto del 24 de abril de 2023 (Doc. 21 E.E.), pues se
indicó que la ejecutada correspondía a Porvenir S.A. cuando en realidad lo
es BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL.

En ese orden, de conformidad con lo señalado en el Art. 268 del CGP, se
dispone CORREGIR el yerro mecanográfico cometido en el auto del 24 de
abril de 2023 (Doc. 21 EE), en el sentido que, el embargo y retención de
las sumas de dinero previamente decretado  recae sobre las cuentas de
propiedad de BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL. 

Ofíciese por Secretaría.
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En lo demás, manténgase incólume la providencia aquí corregida.

Permanezca  el  proceso  en  la  Secretaría,  a  la  espera  del  impulso
procesal  de  las  partes.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    035  
HOY    08 DE JUNIO DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 08f2b04ff19c500d8c707be7737cfa4effa442b072485dd91265929105e332ac

Documento generado en 07/06/2023 08:56:00 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
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EJECUTIVO N° 2019 00989 00

INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  15  de  mayo  de  2023  pasa  al
Despacho  de  la  señora  Jueza  informando  que  la  ejecutada,  luego  de  ser
notificada personalmente del mandamiento de pago, presentó en oportunidad
escrito de excepciones (Docs. 19 y 20 EE). Sírvase Proveer.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., siete (7) de junio de dos mil veintitrés (2023)

Verificado  el  informe  secretarial  que  antecede,  sea  lo  primero
RECONOCER  PERSONERÍA al  abogado  CAROL  GUILLERMO
VALENZUELA TORRES identificado con CC 79.101.386 y T.P. 89.038 del
C.S.  de  la  J.,  como  apoderado  judicial  de  DESDE  EL  JARDIN  CLUB
GOURMET SAS EN LIQUIDACIÓN en los términos y para los efectos del
poder conferido (20- fls. 7 y 8 pdf).

Ahora  bien,  sería  el  caso  proceder  a  evaluar  el  escrito  de  excepciones
presentado  por  la  ejecutada  y  a  su  turno  señalar  fecha  de  audiencia
especial  contemplada en el  parágrafo 1° del  Art.  42 del  CPT de no ser
porque el apoderado ejecutante elevó solicitud de terminación por pago
total  de la  obligación,  razón por  la  que este  Despacho en virtud de  lo
dispuesto  en  el  primer  inciso  del  Art.  461  del  C.G.P,  accederá  a  tal
pedimento.

En consecuencia, se dispone:

PRIMERO:  TERMINAR del  presente  proceso  por  PAGO TOTAL DE LA
OBLIGACIÓN, por las razones expuestas en la parte motiva
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SEGUNDO: LEVANTAR las medidas cautelares que se encuentren vigentes
para  el  presente  asunto  y  pónganse  a  disposición  los  bienes
desembargados  y/o  remanentes  si  han  sido  solicitados.  Ofíciese por
Secretaría. 

TERCERO:  Cumplido  lo  anterior  procédase  a  su  ARCHIVO previas  las
desanotaciones de rigor. 

EL EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    035  
HOY    08 DE JUNIO DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: f04647ca80f8ea68c3bd958d57bfbec14aa47fa9ae0a5150f286100cf66e1c20

Documento generado en 07/06/2023 08:55:58 AM
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ORDINARIO Nº 2022 00023 00

INFORME SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  2  de  junio  de  2023,  pasa  al
Despacho de la Señora Juez, el proceso de la referencia, informando que,
venció  el  término dispuesto  en auto anterior,  sin  manifestación de  las
partes. Sírvase proveer.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Jv

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., siete (7) de junio de dos mil veintitrés (2023)

Visto el informe secretarial que antecede, el Despacho dispone: 
  
CITAR a las partes a la audiencia pública de que trata el art. 72 del C.P.T.
y S.S., para el  MARTES VEINTISIETE (27) DE JUNIO DE 2023, A LA
HORA DE LAS 11:00 A.M.; oportunidad en la cual, la parte demandada
CONTESTARÁ la demanda y APORTARÁ las pruebas que pretenda hacer
valer;  se  adelantará  la  audiencia  de  CONCILIACIÓN,  DECISIÓN  DE
EXCEPCIONES  PREVIAS,  SANEAMIENTO,  FIJACIÓN  DEL  LITIGIO  y
DECRETO  DE  PRUEBAS;  se  PRACTICARAN  LAS  PRUEBAS;  se
escucharán a las partes en ALEGATOS DE CONCLUSIÓN y de ser posible
se proferirá el FALLO que en derecho corresponda. 
 
A efectos  de  lo  anterior,  se  INFORMA a  las  partes  que,  utilizando los
medios tecnológicos, la diligencia en mención se llevará a cabo a través de
la plataforma TEAMS de Microsoft, (Art. 7 de la Ley 2213 de 2022). 
 
En tal sentido, se  REQUIERE a las partes para que se sirvan allegar al
correo  electrónico  j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co,  sus  direcciones
electrónicas; a fin de enviarles la invitación correspondiente y el protocolo
para las audiencias virtuales.  
 

mailto:j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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El  EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    035  
HOY    08 DE JUNIO DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 8f92bc701952271ec84da08da884c1b9b975a63f8b5fa45cf464eed0d8f45010

Documento generado en 07/06/2023 08:55:56 AM
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ORDINARIO N° 2022 00333 00

INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  15  de  mayo  de  2023,  pasa  al
Despacho de la señora Juez, el proceso de la referencia, informando que la
parte actora aduce haber adelantado notificación personal a la pasiva (Doc.
13 EE). Sírvase proveer.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE

BOGOTÁ D. C.

Bogotá, D.C., siete (7) de junio de dos mil veintitrés (2023)

Visto el informe secretarial que antecede, se observa que la parte actora aduce
haber notificado personalmente a la demandada en los términos del artículo 8
de la Ley 2213 de 2022; sin embargo, una vez verificadas dichas diligencias,
se  tiene  que,  aunque  está  dirigida  a  la  dirección  de  notificaciones  de  la
demandada  conforme  se  evidencia  en  certificado  de  existencia  y
representación legal (01- fl 83 pdf), se advirtió al demandado: “(…) lo prevengo
para  que,  con  la  finalidad  de  recibir  notificación  personal  de  dicho  auto,
comparezca  a  este  despacho,  a  través  del  correo  electrónico
j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, dentro de los diez (10) días siguientes al
de su fijación para notificarle el  auto admisorio de la demanda y que si  no
comparece se le designará un curador para la litis.” (13- fls. 4 y 5 pdf)

Es  decir,  hace  una  mezcla  de  legislaciones  sobre  el  envío  del  aviso
contemplado en el Art. 292 del C.G.P., con la notificación personal por medios
electrónicos regulada por la Ley 2213 de 2022.

Por tal motivo se  REQUIERE a la parte demandante para que notifique en
debida forma a la demandada, bien sea a través de lo previsto en el artículo
8.º de la Ley 2213 de 2022, o conforme los artículos 291 y 292 del Código
General del Proceso, aplicable a esta especialidad, y 29 del Código Procesal
del  Trabajo  y  de  la  Seguridad  Social,  esta  última  advertencia  que  valga
precisar, debe efectuarse al realizar el “aviso de notificación” contemplado en
el  Art.  292  del  CGP,  se  recuerda,  si  es  que  adelanta  las  diligencias  de
notificación de esta forma.

Tenga en cuenta que, en caso de optar por la notificación personal por medios
electrónicos, debe enviar un mensaje de datos incluyendo el auto admisorio a
la dirección o sitio de notificaciones judiciales de la pasiva, en cuyo contenido
deberá  advertir  que  dicho  acto  se  entenderá  surtido  cuando  hayan
transcurridos  2  días  hábiles  siguientes  al  acuse  de  entrega  que  emita  el
servidor.
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Además, se pone de presente que existen diferentes medios a través de los
cuales se puede obtener  certeza del  recibo de la  comunicación electrónica
enviada  en  el  buzón  de  destino,  constancia  que  debe  ser  arrimada  para
entender surtida la notificación personal de esta forma, conforme el parágrafo
3º del art. 8 de la Ley 2213 de 2022.

El  EXPEDIENTE  DIGITALIZADO,  podrá  solicitarse  al  abonado  telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    035  
HOY    08 DE JUNIO DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: b7e467d78925089585e204600f7fbdcbc3ea83e699e699c82a30badc4517b5c8

Documento generado en 07/06/2023 08:55:55 AM
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ORDINARIO N° 2022 00359 00

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 15 de mayo de 2023 pasa al Despacho
de  la  señora  Jueza  informando  que  Colpensiones  dio  cumplimiento  a
requerimiento efectuado en diligencia celebrada el 2 de febrero de 2023 (Doc. 26
EE)

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE

BOGOTÁ D. C.

Bogotá, D.C., siete (7) de junio de dos mil veintitrés (2023)

Visto el informe secretarial que antecede el Despacho dispone  CITAR a las
partes a fin de CONTINUAR la audiencia pública de que trata el art. 72 del
C.P.T. y S.S., para el JUEVES VEINTINUEVE (29) DE JUNIO DE 2023, A LA
HORA DE LAS 10:00 AM, oportunidad  en  la  que se  PRACTICARAN LAS
PRUEBAS,  se  escuchará  a  las  partes  en  ALEGATOS  y  de  ser  posible  se
proferirá el FALLO que en derecho corresponda.

A efectos de lo anterior, se INFORMA a las partes que, utilizando los medios
tecnológicos,  la  diligencia  en  mención  se  llevará  a  cabo  a  través  de  la
plataforma TEAMS de Microsoft, (Art. 7 de la Ley 2213 de 2022).

En tal sentido, se REQUIERE a las partes para que se sirvan allegar al correo
electrónico  j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co,  sus  direcciones
electrónicas;  a fin de enviarles  la  invitación correspondiente y el  protocolo
para las audiencias virtuales. 

El  EXPEDIENTE  DIGITALIZADO,  podrá  solicitarse  al  abonado  telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    035  
HOY    08 DE JUNIO DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

mailto:j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 418e0962808e040b530ae645584ee7215e192d6c15449ac6545270a9431f82eb

Documento generado en 07/06/2023 08:55:54 AM
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ORDINARIO N° 2022 00577 00

INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  15  de  mayo  de  2023,  pasa  al
Despacho de la señora Juez, el proceso de la referencia, informando que la
parte  actora  aduce  haber  adelantado  notificación  personal  a  la  pasiva.
Solicita además se proceda a corregir el auto admisorio de la demanda (Doc.
13 EE). Sírvase proveer.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE

BOGOTÁ D. C.

Bogotá, D.C., siete (7) de junio de dos mil veintitrés (2023)

Visto el  informe secretarial  que antecede,  se  observa que la  parte  actora
allega diligencia de notificación con la que aduce convoca a la pasiva en los
términos  del  artículo  8  de  la  Ley  2213  de  2022;  sin  embargo,  una  vez
verificadas dichas diligencias se observa que, sigue dirigiendo comunicación
a  “ARL  AXA  COLPATRIA”   (16-  fl.  14  pdf),  sin  tener  en  cuenta  que  en
proveído  del   21  de  noviembre  de  2022,  se  ordenó  notificar  a  “AXA
COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A.”, por virtud de vinculación que como
litisconsorte necesario por pasiva efectuó este Despacho (Doc. 13 EE).

Por tal motivo se  REQUIERE a la parte demandante para que notifique en
debida forma a la entidad que se integró, bien sea a través de lo previsto en
el artículo 8º de la Ley 2213 de 2022, o en los artículos 291 y 292 del Código
General del Proceso, aplicable a esta especialidad, y 29 del Código Procesal
del  Trabajo  y  de  la  Seguridad  Social,  esta  última  advertencia  que  valga
precisar, debe efectuarse al realizar el “aviso de notificación” contemplado en
el  Art.  292  del  CGP,  se  recuerda,  si  es  que  adelanta  las  diligencias  de
notificación de esta forma.

Tenga  en  cuenta  que,  en  caso  de  optar  por  la  notificación  personal  por
medios electrónicos,  debe enviar un mensaje de datos incluyendo el  auto
admisorio a la dirección o sitio de notificaciones judiciales de la pasiva, en
cuyo contenido deberá advertir que dicho acto se entenderá surtido cuando
hayan transcurridos 2 días hábiles siguientes al acuse de entrega que emita
el servidor.

Además, se pone de presente que existen diferentes medios a través de los
cuales se puede obtener certeza del recibo de la comunicación electrónica
enviada  en  el  buzón  de  destino,  constancia  que debe  ser  arrimada para
entender surtida la notificación personal de esta forma, de conformidad con
el parágrafo 3º del art. 8 de la Ley 2213 de 2022.
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Ahora, se evidencia que la parte actora insiste en que la demanda debió
admitirse en contra de ARL COLPATRIA, quien aduce es la responsable del
reconocimiento  de  la  prestación  solicitada,  esto  es,  la  indemnización  por
incapacidad  permanente  parcial,  por  lo  que  solicita  se  proceda  a  la
corrección en tal sentido del auto admisorio proferido el 5 de septiembre de
2022.

Teniendo en cuenta tal pedimento desde ya habrá de NEGARSE en tanto que
este  Despacho  en  ninguna  imprecisión  o  error  incurrió  al  proferir  auto
admisorio de demanda si en cuenta se tiene que pese a que en su escrito
inicial señalare que la demandada correspondía a ARL AXA COLPATRIA se
aportó  como  anexo  el  certificado  de  existencia  de  “AXA  COLPATRIA
SEGUROS  S.A”  contra  quien  esta  sede  procedió  a  admitir  la  demanda,
providencia que en todo caso se encuentra en firme y no fue recurrida en
oportunidad.

De esta manera las cosas, si lo que pretende es la reforma a la demanda
deberá arrimar solicitud en tal sentido en los términos del Art. 28 del CPT
así como certificado de existencia y representación legal de la entidad que
pretende sea también demandada en geste juicio. 

El  EXPEDIENTE DIGITALIZADO,  podrá  solicitarse  al  abonado  telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    035  
HOY    08 DE JUNIO DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 6b7fce9511e7d16697d5c261d226e2153bd0a627ce20f9337699fef86ab43216

Documento generado en 07/06/2023 08:55:53 AM
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ORDINARIO N° 2022 00593 00

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 15 de mayo de 2023 pasa al Despacho
de la señora Jueza informando que la Unidad de Gestión Pensional y Parafiscales
-UGPP- dio cumplimiento a requerimiento efectuado en diligencia celebrada el 16
de febrero de 2023 (Doc. 20 EE). Sírvase Proveer. 

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE

BOGOTÁ D. C.

Bogotá, D.C., siete (7) de junio de dos mil veintitrés (2023)

Visto el informe secretarial que antecede el Despacho dispone  CITAR a las
partes a fin de CONTINUAR la audiencia pública de que trata el art. 72 del
C.P.T.  y  S.S.,  para el  MIÉRCOLES CINCO (5)  DE JULIO DE 2023 A LA
HORA DE  LAS 9:00  AM,  oportunidad  en  la  que  se  PRACTICARAN  LAS
PRUEBAS,  se  escuchará  a  las  partes  en  ALEGATOS  y  de  ser  posible  se
proferirá el FALLO que en derecho corresponda.

A efectos de lo anterior, se INFORMA a las partes que, utilizando los medios
tecnológicos,  la  diligencia  en  mención  se  llevará  a  cabo  a  través  de  la
plataforma TEAMS de Microsoft, (Art. 7 de la Ley 2213 de 2022).

En tal sentido, se REQUIERE a las partes para que se sirvan allegar al correo
electrónico  j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co,  sus  direcciones
electrónicas;  a fin de enviarles  la  invitación correspondiente y el  protocolo
para las audiencias virtuales. 

Igualmente,  el  EXPEDIENTE DIGITALIZADO,  podrá solicitarse al  abonado
telefónico  3014006162  o  al  correo  electrónico
j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    035  
HOY    08 DE JUNIO DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

mailto:j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: b220afc0e78970de95922738c8c651972e1da6130e5fa9cf2ccf27e1828471ad

Documento generado en 07/06/2023 08:55:52 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



ORDINARIO N° 2022 00615 00

INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  15  de  mayo  de  2023,  Pasa  al
Despacho de la señora Juez el proceso de la referencia informando que, la
parte demandante allegó el trámite de notificación previsto en el art. 291 del
C.G.P., con causal de “REHUSADO”, solicitando en consecuencia se disponga
el emplazamiento de la pasiva (Doc. 31 E.E.). Sírvase proveer.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., siete (7) de junio de dos mil veintitrés (2023)

Visto  el  informe  secretarial,  observa  el  Despacho  que  la  parte  actora
acreditó que envió comunicación a la convocada en los términos del Art.
291 del C.G.P. diligencia que tuvo resultado negativo por cuanto la pasiva
se  rehusó a  recibir;  informó además que,  no conoce  dirección  física  o
electrónica diferente, solicitando, en consecuencia, su emplazamiento.

En tal virtud, habrá de negarse la solicitud de emplazamiento en tanto
que tal y como lo dispone el Art. 29 del CPT, esa instancia procesal sólo se
ha de cumplir cuando se adelante la citación contemplada en el hoy Art.
292 del CGP, diligencia que no acreditó haber adelantado la parte actora.

Téngase en cuenta que la norma en cita establece:

Cuando el demandado no es hallado o se  impide la notificación, también se
aplicará  lo  dispuesto  en  los  incisos  anteriores,  previo  cumplimiento  de  lo
establecido  en  los  numerales  1  y  2  del  artículo     320     del  Código  de  
Procedimiento Civil. En el aviso se informará al demandado que debe concurrir al
juzgado dentro de los diez (10) días siguientes al de su fijación para notificarle el
auto admisorio de la demanda y que si no comparece se le designará un curador

para la litis. (Negrita y subrayado fuera del texto)

De  esta  manera  las  cosas,  se  REQUIERE al  extremo  actor  proceda  a
adelantar  las  diligencias  de  notificación  de  manera  completa  a  la
demandada,  remitiendo  aviso  de  notificación  junto  con  la  salvedad
contemplada en el Art. 29 del CPT y SS; en caso de requerir los formatos
de esta Sede Judicial, solicitarlos al correo electrónico de este Juzgado o
descargarlos del micrositio del Juzgado ubicado en la Página de la Rama
Judicial. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_procedimiento_civil_pr010.html#320
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El  EXPEDIENTE  DIGITALIZADO,  podrá  solicitarse  al  abonado  telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    035  
HOY    08 DE JUNIO DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 052e76c40f14ed0febef2612e29e4cf12cd2889f555715939884f5e9dbcc1120

Documento generado en 07/06/2023 08:55:50 AM
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 2 de junio de 2023, pasa al Despacho 

el proceso de la referencia por solicitud verbal de la señora Juez. Sírvase 

proveer. 

 

 

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO 

Secretaria 

 
Jv 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE 

BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá, D.C., siete (7) de junio de dos mil veintitrés (2023). 

 

Visto el informe secretarial que antecede, el Despacho dispone CORREGIR el 

auto anterior, de conformidad con el art. 286 del C.G.P., en cuanto a la fecha 

de la diligencia para la que fueron convocadas las partes mediante proveído 

calendado el 23 de mayo de 2023, el cual quedará así:  

 

CITAR a las partes a fin de CONTINUAR la audiencia pública de que trata el 

art. 72 del C.P.T. y S.S., para el JUEVES VEINTIDOS (22) DE JUNIO DE 2023, 

A LA HORA DE LAS 09:00 A.M.; oportunidad en la cual, se PRACTICARÁN 

LAS PRUEBAS, se escucharán a las partes en ALEGATOS DE CONCLUSIÓN y 

de ser posible se proferirá el FALLO que en derecho corresponda. 

 

A efectos de lo anterior, se INFORMA a las partes que, utilizando los medios 

tecnológicos, la diligencia en mención se llevará a cabo a través de la plataforma 

TEAMS de Microsoft, (Art. 7 de la Ley 2213 de 2022). 

 

En tal sentido, se REQUIERE a las partes para que se sirvan allegar al correo 

electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, sus direcciones electrónicas; 

a fin de enviarles la invitación correspondiente y el protocolo para las 

audiencias virtuales.  

 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS 

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 
 

EL ANTERIOR PROVEÍDO SE NOTIFICA A LAS 
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO NO. 035 

HOY 08 DE JUNIO DE 2023 A LAS OCHO (8.00 
A.M.) DE LA MAÑANA. 

 
JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO 

Secretaria 

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

mailto:j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: d5e838fd497391daf19bb2410bca6fc5314d9c72a4601acf06c92cc79370e32c
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ORDINARIO N° 2022 00942 00

INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  15  de  mayo  de  2023,  Pasa  al
Despacho de la señora Juez el proceso de la referencia informando que, la
apoderada de la parte actora presenta desistimiento de la demanda. Sírvase
proveer.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., siete (7) de junio de dos mil veintitrés (2023)

Visto el informe secretarial que antecede, sería del caso resolver sobre el
trámite de notificación adelantado por la parte actora, de no ser porque el
Despacho  observa  que  en  el  documento  12  del  expediente  electrónico,
obra  solicitud  de  desistimiento  de  las  pretensiones  de  la  demanda,
presentada  por  la  apoderada  del  actor,  abogada  JULIANA  GARCIA
CARMONA.

Al  respecto,  el  art.  92  del  C.G.P.,  aplicable  en  materia  laboral  por
disposición del art. 145 del CPT y SS, señala:

“El demandante podrá retirar la demanda mientras no se haya notificado a
ninguno de los demandados. (…)”

Por su parte, el art. 314 ibidem, indica:

“El  demandante podrá desistir  de las pretensiones mientras no se haya
pronunciado sentencia que ponga fin al  proceso.  (…)” (Negrita fuera del
texto)

En este orden de ideas, es oportuno aclarar, que el retiro de la demanda y
el desistimiento de las pretensiones, son figuras jurídicas diferentes. El
desistimiento de las pretensiones, se puede presentar a partir de que nace
el proceso, es decir, desde que se ha notificado el auto admisorio de la
demanda al demandado y, hasta antes de que se dicte sentencia en el
proceso ordinario laboral; mientras que el retiro de la demanda, se puede
realizar hasta antes de que se notifique el auto admisorio de la demanda
al demandado.

Por lo tanto,  la solicitud de desistimiento obrante en el  archivo 12 del
expediente electrónico radicada por la apoderada de la parte demandante,
se debe entender como una solicitud de retiro de la demanda, toda vez
que, en el caso sub examine no se ha integrado el contradictorio o no se
ha notificado el auto admisorio de la demanda a la pasiva, por lo que de
conformidad con el art. 92 del C.G.P., se accederá a su retiro y por tanto
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se ordenará la entrega de la demanda a la parte actora junto con sus
anexos  sin  necesidad  de  desglose,  dejándose  las  constancias  y
anotaciones de rigor en el  sistema de información judicial,  así como el
archivo de las actuaciones del Juzgado.

Por lo anterior este Juzgado, RESUELVE:

PRIMERO: ACÉPTESE el retiro de la demanda presentada por LEGOLAS
INMOBILIARIA  S.A.S,  de  conformidad  con  la  parte  motiva  de  este
proveído.

SEGUNDO: DEVUÉLVASE a la parte actora la demanda junto con sus
anexos sin necesidad de desglose y déjense las constancias y anotaciones
de rigor en el sistema de información judicial.

TERCERO:  En  firme  ésta  providencia,  se  ordena  el  ARCHIVO de  la
actuación del Juzgado.

El  EXPEDIENTE  DIGITALIZADO,  podrá  solicitarse  al  abonado  telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    035  
HOY    08 DE JUNIO DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 315c4df450309bfc70146a852ab0d4732fd3f54b832e5dedd35732d2dc346ebf

Documento generado en 07/06/2023 08:55:47 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica

mailto:j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


EJECUTIVO N° 2023 00058 00

INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  15  de  mayo  de  2023  pasa  al
Despacho de la señora Jueza informando que se presentó en término, recurso
de reposición contra auto anterior (Doc. 05 EE)

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., siete (7) de junio de dos mil veintitrés (2023)

Verificado  el  informe secretarial  que antecede,  procede  este  Juzgado a
resolver  el  recurso  de  reposición  interpuesto  por  la  abogada  IVONNE
AMIRA TORRENTE SCHULTZ, en contra del auto calendado el 17 de abril
de 2023, mediante el cual se negó el mandamiento de pago solicitado por
la  SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS PORVENIR contra  DHL DISEÑO Y CONSTRUCCION S.A.S.
(Doc. 04 E.E.). 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE

Como fundamentos del recurso, la profesional del derecho manifestó que,
en  el  presente  caso  se  debe  dar  la  aplicación  oportuna  a  la  nueva,
Resolución 1702 de 2021 puntualmente lo mencionado en el Articulo 11 –
parágrafo.

Refirió además que en cuanto al título base de ejecución, las normas que
regulan la gestión de cobro de aportes obligatorios pensionales dejados de
cancelar  por  los  empleadores  y  la  conformación  del  denominado  título
ejecutivo complejo, no mencionan la posibilidad de que esté conformado o
integrado  por  documentos  diferentes  al  requerimiento  efectuado  al
empleador  en  mora  y  la  liquidación  jurídica  mediante  la  cual  la
administradora determina el valor adeudado

Adujo  entonces  que,  el  titulo  ejecutivo  aportado,  por  tratarse  de  los
denominados complejos, fue acompañado de la prueba relacionada con la
integración de este, en este caso el Requerimiento que declara en mora a
la sociedad ejecutada, comunicaciones que fueron enviadas a la empresa
ejecutada y la liquidación de los aportes pensionales, documentos que sí
constituyen título ejecutivo.

Por  lo  expuesto,  solicitó  reponer  y  dejar  sin  efecto  el  auto  que  negó
mandamiento de pago y en su lugar librar mandamiento el mismo en favor
de su representada.
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CONSIDERACIONES

Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse
en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen
que  podrá  exigirse  ejecutivamente  toda  obligación  que  surja  de  una
relación de trabajo o que conste en documento que provenga del deudor,
de  su  causante  o  derive  de  una  decisión  judicial  o  arbitral  que  se
encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y exigible. 

Ha  precisado  la  jurisprudencia,  que  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva puede constar en cualquier  documento,  sin que ello traduzca
que  deba  estar  contenida  en  un  solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica, o que en su
ser, incluya el mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Teniendo en cuenta lo anterior, y atendiendo los argumentos expuestos
por la apoderada de la entidad ejecutante, es menester resaltar que no es
objeto  de  discusión  que  el  requerimiento  efectuado,  se  ajusta  a  lo
dispuesto en el art. 5 ° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de
cobro  establecidos  por  la  UGPP,  en  el  parágrafo  del  art.  9°  de  la
Resolución  No.  2082 de  2016,  aspectos  que se  resaltan,  y  que fueron
señalados en el auto censurado, (04-fol. 3 pdf).

Sin embargo, no puede pasarse por alto que, tal y como se señaló en el
auto cuestionado, para conformar el título ejecutivo, se requiere desplegar
las acciones persuasivas de que trata el Art. 12 de esta última Resolución,
tendientes  a  obtener  el  pago  voluntario  por  parte  del  deudor,  ya  que,
conforme a lo normado en el art. 178 de la Ley 1607 de 2012 es obligación
de las administradoras del sistema de la protección social, dar aplicación
al trámite establecido por la UGPP, lo que no acreditó Porvenir S.A., haber
agotado en su integridad a la presentación de la demanda ejecutiva.

Lo anterior también se fundamenta en la Sentencia de la Sección Primera
de la  Sala de lo Contencioso Administrativo del  H. Consejo  de Estado,
quien en sentencia de fecha 22 de septiembre de 2016, proferida dentro de
la acción de simple nulidad presentada por el señor WINSTON SAAVEDRA
CHACÓN, contra los arts. 6°, 8° y 9° de la Resolución 444 del 28 de junio
de 2013, expedida por la UGPP, la cual fue subrogada por la Resolución
2082 de 2016, indicó:

(…) Que, conforme lo prescribe el artículo 178 de la Ley 1607 de 2012, las
Administradoras  del  Sistema  de  la  Protección  Social  continuarán
adelantando las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados,
para lo cual estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos
que fije la UGPP; que con la modificación introducida por el artículo 178 de
la Ley 1607 de 2012, se reiteró su competencia para conocer de los eventos
de  mora  en  el  pago  de  la  contribución  a  su  cargo  y  se  impuso
adicionalmente una tarea a la UGPP, relativa a la fijación de estándares
respecto de tal proceso. (…) (Negrita fuera del texto)

1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE
2017, SALA DE CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  
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Ahora,  en  cuanto  a  la  Resolución  1702  de  2021  que  indica  que  las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título, lo cierto es que, de conformidad a lo expuesto en
el auto en cita, esta no resulta aplicable al presente caso dado que se trata
de  aportes  pensionales  en  mora  que  deben  seguir  el  trámite  regular
previsto en la Resolución 2082 de 2016, habida cuenta que, la entrada en
vigencia del acto administrativo que pretende el recurrente se tenga en
cuenta, de conformidad con su art. 22, fue a partir del 28 de junio de
2022, esto es con posterioridad a la fecha de los aportes en mora que
pretende recaudar.

Téngase  en  cuenta  que  de  conformidad  con  el  artículo  30  de  la
Constitución política, así como la Ley 153 de 1987, claro es que la Ley es
irretroactiva, principio que valga señalar, se traduce en que la norma no
tiene, per se, la virtualidad de regular situaciones que se han consolidado
jurídicamente antes de su promulgación, pues esto sólo resulta posible si
la misma norma lo contempla.

Así, la Corte Constitucional en sentencia C-763 de 2002 señaló:

“La ultraactividad de la ley es un problema de aplicación de la ley en el
tiempo y esta íntimamente ligada al principio de que  todo hecho, acto o
negocio  jurídico  se  rige  por  la  ley  vigente  al  momento  de  su
ocurrencia, realización o celebración. Dentro de la Teoría General del
Derecho,  es clara la aplicación del  principio "Tempus regit actus",  que se
traduce en que la norma vigente al momento de sucederse los hechos por
ella prevista, es la que se aplica a esos hechos,  aunque la norma haya
sido derogada después. Esto es lo que explica la Teoría del Derecho, la
denominada ultractividad de las normas, que son normas derogadas, que
se  siguen  aplicando  a  los  hechos  ocurridos  durante  su  vigencia.  Este
fenómeno se presenta en relación con todas las normas jurídicas, cualquiera
que sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc.” (Negrita fuera del texto).

En ese orden,  si  bien la Resolución del  2021 efectivamente subrogó la
resolución del 2016, lo cierto es que, en el de marras, conforme lo antes
señalado,  el  trámite  de  cobro  a  adelantar  debe  ser  el  vigente  a  la
consolidación de la situación que faculta al fondo privado a la recaudación
administrativa o judicial de los aportes, es decir, cuando acaeció la mora
que, en este caso fue antes del 28 de junio de 2022.

Así  que,  este  Juzgado  mantiene  incólume  la  decisión  adoptada  en
providencia  adiada  17  de  abril  de  2023,  pues  no  existe  duda,  que  la
entidad  ejecutante  está  en  la  obligación  legal  de  cumplir  con  los
estándares de cobro fijados por la UGPP, a través de la Resolución 2082
de 2016.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO: NO REPONER el auto de fecha 17 de abril de 2023, mediante
el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la  SOCIEDAD
ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y  CESANTÍAS
PORVENIR contra DHL DISEÑO Y CONSTRUCCION S.A.S. por las razones
expuestas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha
17 de abril de 2023 (Doc. 04 E.E.).
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El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    035  
HOY    08 DE JUNIO DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  15  de  mayo  de  2023  pasa  al
Despacho de la señora Jueza informando que se presentó en término recurso
de reposición contra auto anterior, sin embargo, con posterioridad se elevó
desistimiento del mismo y solicitud de retiro.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., siete (7) de junio de dos mil veintitrés (2023).

Visto el informe secretarial que antecede, téngase en cuenta el desistimiento
que, del recurso de reposición en contra del auto del 20 de abril de 2023 que
dispuso  negar  el  mandamiento  de  pago  (Doc.  05  EE),  elevó  el  extremo
ejecutante.  Secretaría de  cumplimiento  a  lo  dispuesto  en  el  numeral
TERCERO de la mentada providencia.

Cumplido lo anterior, ARCHÍVESE.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    035  
HOY    08 DE JUNIO DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 1612f9b93419b8959514b25215680017daee180034b1c37a8e6509a2b7128228
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INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  15  de  mayo  de  2023  pasa  al
Despacho de la señora Jueza informando que se presentó en término, recurso
de reposición contra auto anterior (Doc. 06 EE). Sírvase Proveer.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., siete (7) de junio de dos mil veintitrés (2023).

Verificado  el  informe secretarial  que antecede,  procede  este  Juzgado a
resolver  el  recurso  de  reposición  interpuesto  por  el  abogado MICHAEL
DUQUE CARMONA, en contra del auto calendado el 20 de abril de 2023,
mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS  PORVENIR  contra  CONSTRUCCIONES  Y  SERVICIOS
INTEGRALES APR S.A.S. (Doc. 05 E.E.). 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE

Como fundamentos del recurso, el profesional del derecho manifestó que,
en lo que se refiere a las acciones de cobro, si realizó dichas gestiones,
mismas que envió al correo del deudor el 10 de febrero y el 6 de marzo de
2023; adujo además que efectuó diferentes requerimientos a través de la
aplicación liti suite, (https://www.litigando.com/Liti/LitiSuite/index.jsp). 

Refirió entonces que, el ejecutado tiene pleno conocimiento de la deuda en
curso, por lo que con las documentales aportadas debe darse aplicación al
principio constitucional de la buena fe.

Añadió  que,  con  las  acciones  persuasivas  se  busca  que  una  vez  se
constituya  el  título  ejecutivo,  se  adelanten  unas  acciones  tendientes  a
procurar  el  pago  voluntario  antes  de  iniciar  las  acciones  jurídicas  de
cobro,  pero  en  ningún  caso  estas  actuaciones  complementan  o
constituyen una unidad jurídica con la liquidación antes emitida.

Sostuvo que el artículo 10 de la Resolución 1702 de 2021, dispone que las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título.

De esta manera concluyó que, la Administradora de Fondos de Pensiones,
llevó  a  cabo  una  gestión  idónea  y  oportuna  de  cobro  de  aportes
pensionales  obligatorios  no  cotizados  por  la  parte  demandada  y  la
constituyó  en  mora  en  debida  forma  conforme  a  los  parámetros

https://www.litigando.com/Liti/LitiSuite/index.jsp


EJECUTIVO N° 2023 00084 00

establecidos en el artículo 5 del Decreto 2633 de 1994 y en el artículo 24
de la Ley 100 de 1993. 
Por  lo  expuesto,  solicitó  reponer  y  dejar  sin  efecto  el  auto  que  negó
mandamiento de pago y en su lugar librar orden de apremio en favor de
su representada.

CONSIDERACIONES

Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse
en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen
que  podrá  exigirse  ejecutivamente  toda  obligación  que  surja  de  una
relación de trabajo o que conste en documento que provenga del deudor,
de  su  causante  o  derive  de  una  decisión  judicial  o  arbitral  que  se
encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y exigible. 

Ha  precisado  la  jurisprudencia,  que  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva puede constar en cualquier  documento,  sin que ello traduzca
que  deba  estar  contenida  en  un  solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica, o que en su
ser, incluya el mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Teniendo en cuenta lo anterior, y atendiendo los argumentos expuestos
por el apoderado de la entidad ejecutante, es menester resaltar que no es
objeto  de  discusión  que  el  requerimiento  efectuado,  se  ajusta  a  lo
dispuesto en el art. 5 ° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de
cobro  establecidos  por  la  UGPP,  en  el  parágrafo  del  art.  9°  de  la
Resolución  No.  2082 de  2016,  aspectos  que se  resaltan,  y  que fueron
señalados en el auto censurado, (05-fol. 3 pdf).

Sin embargo, no puede pasarse por alto que, tal y como se señaló en el
auto cuestionado, para conformar el título ejecutivo, se requiere desplegar
las acciones persuasivas de que trata el Art. 12 de esta última Resolución,
tendientes  a  obtener  el  pago  voluntario  por  parte  del  deudor,  ya  que,
conforme a lo normado en el art. 178 de la Ley 1607 de 2012 es obligación
de las administradoras del sistema de la protección social, dar aplicación
al trámite establecido por la UGPP, lo que no acreditó Porvenir S.A., haber
agotado en su integridad a la presentación de la demanda ejecutiva.

Lo anterior también se fundamenta en la Sentencia de la Sección Primera
de la  Sala de lo Contencioso Administrativo del  H. Consejo  de Estado,
quien en sentencia de fecha 22 de septiembre de 2016, proferida dentro de
la acción de simple nulidad presentada por el señor WINSTON SAAVEDRA
CHACÓN, contra los arts. 6°, 8° y 9° de la Resolución 444 del 28 de junio
de 2013, expedida por la UGPP, la cual fue subrogada por la Resolución
2082 de 2016, indicó:

(…) Que, conforme lo prescribe el artículo 178 de la Ley 1607 de 2012, las
Administradoras  del  Sistema  de  la  Protección  Social  continuarán
adelantando las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados,
para lo cual estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos
que fije la UGPP; que con la modificación introducida por el artículo 178 de

1 Sentencia stc11406, del 27 de agosto de 2015, reiterada STC18085 del 02 de noviembre de 2017, Sala de Casación Civil
de la Corte Suprema de Justicia.  
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la Ley 1607 de 2012, se reiteró su competencia para conocer de los eventos
de  mora  en  el  pago  de  la  contribución  a  su  cargo  y  se  impuso
adicionalmente una tarea a la UGPP, relativa a la fijación de estándares
respecto de tal proceso. (…) (Negrita fuera del texto)

Por otra parte, pese a que en este momento procesal aduzca que procedió
a  efectuar  las  comunicaciones  señaladas  en  la  Resolución  en  cita,
aportando para el efecto pantallazos de los envíos realizados, de los cuales
valga precisar, no se tiene certeza de haber sido enviados efectivamente a
la  pasiva  ni  tampoco de su contenido,  importante es hacer  notar que,
olvida el recurrente, tales requerimientos de conformidad con el numeral
4° del anexo técnico de la resolución en cita, debían realizarse en unos
tiempos específicos así:

“4. OPORTUNIDAD PARA REALIZAR LAS ACCIONES PERSUASIVAS

Las Administradoras deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El
primer contacto lo deben realizar por escrito  dentro de los quince (15) días
calendario siguientes a la constitución o firmeza del título ejecutivo, según el
caso, y el segundo, comunicarlo por cualquier canal dentro de los treinta (30)
días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto,
sin superar  cuarenta y cinco (45)  días calendario”  (Subrayado fuera del
texto).

Es decir, de aceptar como validos los pantallazos que aportó con el escrito
contentivo de la reposición, no podría este Despacho entender surtida en
debida forma la acción persuasiva frente al acreedor en tanto que, una vez
emitida la liquidación de los aportes adeudados, esto es, el 27 de enero de
2023 (01- fl. 10 pdf), el fondo accionante tenía hasta el 11 de febrero de
ese mismo año (15 días calendario) para contactar al deudor y hasta el 26
de  febrero  siguiente  (30  días  calendario)  para  hacer  el  segundo
requerimiento; sin embargo, nótese que si bien el primer contacto que se
efectúa  al  deudor  según  la  nueva  información  suministrada,  y  que
importante es apuntar, corresponde a la comunicación del inicio de esta
acción,  lo  fue  el  10 de  febrero  de  2022,   la  segunda comunicación  la
realizó hasta el 6 de marzo de esta calenda, excediendo el término que
establece la Resolución aplicable.

Finalmente, y en cuanto a la Resolución 1702 de 2021 que indica que las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título, lo cierto es que, de conformidad a lo expuesto en
el auto censurado, esta no resulta aplicable al presente caso dado que se
trata de aportes pensionales que datan de abril y mayo de 2022 (01- fl. 10
pdf), y que deben seguir el trámite regular previsto en la Resolución 2082
de 2016, habida cuenta que, la entrada en vigencia del acto administrativo
que pretende el recurrente se tenga en cuenta, de conformidad con su art.
22, fue a partir del 28 de junio de 2022, esto es con posterioridad a la
fecha de los aportes en mora que pretende recaudar.

Téngase  en  cuenta  que  de  conformidad  con  el  artículo  30  de  la
Constitución política, así como la Ley 153 de 1987, claro es que la Ley es
irretroactiva, principio que valga señalar, se traduce en que la norma no
tiene, per se, la virtualidad de regular situaciones que se han consolidado
jurídicamente antes de su promulgación, pues esto sólo resulta posible si
la misma norma lo contempla.

Así, la Corte Constitucional en sentencia C-763 de 2002 señaló:
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“La ultraactividad de la ley es un problema de aplicación de la ley en el
tiempo y esta íntimamente ligada al principio de que  todo hecho, acto o
negocio  jurídico  se  rige  por  la  ley  vigente  al  momento  de  su
ocurrencia, realización o celebración. Dentro de la Teoría General del
Derecho,  es clara la aplicación del  principio "Tempus regit actus",  que se
traduce en que la norma vigente al momento de sucederse los hechos por
ella prevista, es la que se aplica a esos hechos,  aunque la norma haya
sido derogada después. Esto es lo que explica la Teoría del Derecho, la
denominada ultractividad de las normas, que son normas derogadas, que
se  siguen  aplicando  a  los  hechos  ocurridos  durante  su  vigencia.  Este
fenómeno se presenta en relación con todas las normas jurídicas, cualquiera
que sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc.” (Negrita fuera del texto).

En ese orden,  si  bien la Resolución del  2021 efectivamente subrogó la
resolución del 2016, lo cierto es que, en el de marras, conforme lo antes
señalado,  el  trámite  de  cobro  a  adelantar  debe  ser  el  vigente  a  la
consolidación de la situación que faculta al fondo privado a la recaudación
administrativa o judicial de los aportes, es decir, cuando acaeció la mora
que, en este caso fue antes del 28 de junio de 2022.

Así  que,  este  Juzgado  mantiene  incólume  la  decisión  adoptada  en
providencia  adiada  20  de  abril  de  2023,  pues  no  existe  duda,  que  la
entidad  ejecutante  está  en  la  obligación  legal  de  cumplir  con  los
estándares de cobro fijados por la UGPP, a través de la Resolución 2082
de 2016.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO: NO REPONER el auto de fecha 20 de abril de 2023, mediante
el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la  SOCIEDAD
ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y  CESANTÍAS
PORVENIR contra  CONSTRUCCIONES Y SERVICIOS INTEGRALES APR
S.A.S. por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha
20 de abril de 2023 (Doc. 05 E.E.).

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    035  
HOY    08 DE JUNIO DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:



Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  15  de  mayo  de  2023,  Pasa  al
Despacho de la señora Juez, demanda ejecutiva recibida por reparto y que fue
remitida  por  competencia  por  el  Juzgado  Quinto  Municipal  de  Pequeñas
Causas Laborales de Bogotá. Queda radicada bajo el número 2023-00191-00.
Sírvase proveer.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., siete (7) de junio de dos mil veintitrés (2023)

Visto el informe secretarial que antecede, se observa que el Juzgado Quinto
Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales,  remitió  a  esta  sede  demanda
ejecutiva elevada por el apoderado judicial de JOSÉ ERNEY BALLEN LOZANO
con el fin de que se librase mandamiento de pago por cuenta de sentencia del 5
de diciembre de 2020 emitida por este Despacho dentro del proceso ordinario
laboral de primera instancia No. 2018-392, por lo que sería del caso, en este
radicado, proceder a emitir pronunciamiento por virtud de lo señalado en el
Art. 306 del C.G.P., de no ser porque se evidencia que, sobre dicha sentencia
ya se había elevado con anterioridad solicitud de ejecución y, por tanto, ya se
había compensado aquél juicio ordinario como proceso ejecutivo mismo que se
radicó bajo el número 2021-00022.

En este orden las cosas, se dispondrá desglosar la presente demanda ejecutiva
(Doc. 01 EE) con el fin de que obre al interior del radicado 2021-00022 en el
que se le impartirá el trámite correspondiente.

Cumplido  lo  anterior  procédase  al  archivo  de  este  radicado  efectuando  las
desanotaciones de rigor e ingrésese inmediatamente al  Despacho el  proceso
2021-00022. Secretaría proceda de conformidad.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    035  
HOY    08 DE JUNIO DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:



Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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EJECUTIVO N° 2023 00198 00

INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  29  de  mayo  de  2023,  Pasa  al
Despacho de la señora Juez, demanda ejecutiva recibida por reparto. Queda
radicada bajo el número 2023-00198-00. Sírvase proveer.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., siete (7) de junio de dos mil veintitrés (2023)

Visto el  informe secretarial que antecede,  se observa que la SOCIEDAD
ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y  CESANTÍAS
PORVENIR  S.A.,  pretende  se  libre  mandamiento  de  pago  en  contra
SOLUCIONES  INTEGRALES  PARA  EL  DESARROLLO  ECOLOGICO  Y
AMBIENTAL SAS, por valor de $640.000 correspondiente a las cotizaciones
pensionales obligatorias dejadas de pagar, durante el periodo de mayo a
agosto de 2022 así como por los intereses moratorios sobre los anteriores
conceptos, desde la fecha en que se debió cancelar cada cotización y hasta
que se efectúe su pago (Doc. 01 E.E.).

Teniendo en cuenta lo pretendido por la entidad ejecutante, en criterio de
esta sede judicial, seria del caso remitir la demanda por competencia en
aplicación del art. 5 del CPT y SS, sino fuera porque la Sala de Casación
Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en recientes providencias AL694-
2023, AL696-2023, AL697-2023, AL698-2023, AL699-2023 y AL703-2023,
resolvió conflictos en casos similares al que hoy es objeto de conocimiento,
y continuó señalado que la regla que se adapta en materia de competencia
en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los
derechos a la seguridad social de los afiliados a través del cobro ejecutivo a
los  empleadores  de  aquellas  cotizaciones  que  no  fueron  satisfechas
oportunamente, es la establecida en el artículo 110 del CPT y SS, por lo
que este Despacho en aplicación del principio de economía procesal, avoca
conocimiento de este asunto y procede al estudio de la presente demanda.

Para resolver lo anterior, ha de tenerse en cuenta que  los arts. 100 del
C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen que podrá exigirse ejecutivamente
toda  obligación  que surja  de  una  relación  de  trabajo  o  que  conste  en
documento  que  provenga  del  deudor,  de  su  causante  o  derive  de  una
decisión judicial o arbitral que se encuentre en firme, siempre y cuando
sea clara, expresa y exigible.

Ha  precisado  la  jurisprudencia  que,  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva, puede constar en cualquier documento,  sin que ello traduzca
que deba  estar  contenida  en uno solo,  pues  no  existe  prohibición  que
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impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica o que en su ser
incluya  el  mismo  negocio  jurídico,  de  los  cuales  se  extrae  su  fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  "título  ejecutivo
complejo"1

Ahora, teniendo en cuenta que en este caso se persigue el cobro de las
cotizaciones al sistema general en pensiones dejadas de cancelar por la
sociedad ejecutada, al respecto el art. 24 de la Ley 100 de 1993, dispone
que  las  administradoras  de  los  diferentes  regímenes  podrán  adelantar
acciones de cobro cuando exista incumplimiento frente a las obligaciones
del empleador. Agregó el anterior precepto que, la liquidación en la que se
defina el valor adeudado, prestará merito ejecutivo. 

Por  su  parte,  los  arts.  2  y  5  del  Decreto  2633  de  1994,  los  cuales
reglamentaron el art. 24 de la Ley 100 de 1993, establecen que una vez
vencidos los plazos para que los empleadores realizan las consignaciones,
las  entidades  administradoras  a  través  de  comunicación  dirigida  al
deudor,  lo  requerirá  para  que  cancele,  pero  si  transcurridos  15  días
siguientes a la elaboración del requerimiento, el empleador moroso no se
ha pronunciado, se elaborará la liquidación que presta mérito ejecutivo. 

A su turno, el parágrafo 1° del art. 178 de la Ley 1607 de 2012, dispuso
que las administradoras del sistema de la protección social, adelantarán
las acciones de cobro de las cotizaciones adeudadas por los aportantes, y
para tal efecto, se encontrarán obligadas a dar aplicación a los estándares
que fije la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL
Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN
SOCIAL (UGPP). 

De otro lado, a través de la Resolución 2082 de 2016, expedida por la
UNIDAD  ADMINISTRATIVA  ESPECIAL  DE  GESTIÓN  PENSIONAL  Y
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN
SOCIAL (UGPP), se estableció que, las administradoras del sistema general
de  protección  social,  deben  enviar  un  aviso  de  incumplimiento,  a  los
aportantes que presenten mora igual o inferior a 30 días, con el  fin de
incentivar el pago voluntario de las contribuciones adeudadas. 

Una vez surtido lo anterior, las administradoras del sistema constituirán el
título que presta mérito ejecutivo respecto de las cotizaciones en mora, y
contactarán  al  deudor  mínimo  en  dos  oportunidades;  el  primer
requerimiento que se realizará dentro de los 15 días siguientes a la firmeza
del título, y la segunda comunicación, dentro de los 30 días siguientes,
contados a partir de la fecha en que se efectuó el primer contacto. 

Añadió la citada normatividad en su artículo 13, que una vez vencidos los
45 días correspondientes a las dos comunicaciones efectuadas al deudor,
las administradoras del sistema de protección social contarán con el plazo
máximo de 5 meses para iniciar las acciones de cobro coactivo o judicial.

1 Sentencia STC11406, del 27 de agosto de 2015, reiterada STC18085 del 02 de noviembre de 2017, Sala de
Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. 
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 En este punto, se hace necesario traer a colación, el  pronunciamiento
efectuado  por  la  Sección  Primera  de  la  Sala  de  lo  Contencioso
Administrativo del H. Consejo de Estado, quien en sentencia de fecha 22
de septiembre de 2016, proferida dentro de la acción de simple nulidad
presentada por el señor WINSTON SAAVEDRA CHACÓN, contra los arts.
6°, 8° y 9° de la Resolución 444 del 28 de junio de 2013, expedida por la
UGPP, la cual fue subrogada por la Resolución 2082 de 2016, indicó:

“De conformidad con las normas pretranscritas a las Administradoras del
Sistema  de  la  Protección  Social  les  corresponde  adelantar  las
acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, aplicando
de manera obligatoria los estándares de procesos que fije la UGPP,
entidad que debe implementar mecanismos para la determinación y cobro de
las contribuciones parafiscales de la protección social que adelanten dichas
Administradoras,  incluyendo  la  definición  de  estándares  y mejores
prácticas, lo cual es acorde con lo dispuesto por la Ley 100 de 1993…”

Dentro de la  acción de nulidad formulada contra la Resolución 444 de
2013, la UGPP en su defensa expresó:

Que,  conforme  lo  prescribe  el  artículo  178 de  la  Ley 1607 de  2012,  las
Administradoras  del  Sistema  de  la  Protección  Social  continuarán
adelantando las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados,
para lo cual estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos
que fije la UGPP; que con la modificación introducida por el artículo 178 de
la Ley 1607 de 2012, se reiteró su competencia para conocer de los eventos
de mora en el pago de la contribución a su cargo y se impuso adicionalmente
una tarea a la UGPP, relativa a la fijación de estándares respecto de tal
proceso. (…) 

Que el artículo 9° acusado de la Resolución núm. 444 de 2013, establece el
inicio  de  las  acciones  de  cobro  coactivo  o  judicial  por  parte  de  las
Administradoras del Sistema de la Protección Social,  actuación que debe
ser  desarrollada  una  vez  agotadas  sin  éxito  las  acciones
persuasivas,  lo  cual  busca  lograr  que  ellas  cumplan  con  su
obligación  legal  de  ejercer  el  cobro  de  la  mora  registrada  a  sus
afiliados,  competencia  que  como  bien  lo  menciona  el  demandante  se
encuentra  establecida  en  el  artículo  24  de  la  Ley  100  de  1993  y  como
también lo dispone el  artículo 178,  parágrafo,  de la Ley 1607 de 2012.”
(Negrita fuera de texto)

Así entonces, procede este Juzgado a verificar los documentos allegados
por la  parte ejecutante,  y a través de los cuales pretende conformar el
título ejecutivo. 

Se  observa  que  fue  aportada  la  comunicación  dirigida  a  SOLUCIONES
INTEGRALES PARA EL DESARROLLO ECOLOGICO Y AMBIENTAL SAS, a
través de la cual se le informó que presentaba mora en el  pago de los
aportes  pensionales  de  los  trabajadores  afiliados  a  la  administradora,
indicando para el efecto, el periodo adeudado y el valor de la obligación
documentos  que  además  se  encuentran  debidamente  cotejados,  pues
fueron enviados electrónicamente por correo certificado el día 12 de enero
de 2023 a la dirección electrónica reportada en el certificado de existencia
y representación legal, (01- fl 23 pdf), los cuales fueron entregados en la
misma fecha, según el certificado emitido por la empresa 4-72, (01- fls. 15
a 18 pdf).

De manera que, la anterior comunicación se ajusta a lo dispuesto en el art.
5° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de cobro establecidos por
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la UGPP, en el parágrafo del art. 9° de la Resolución No. 2082 de 2016, y
en el anexo técnico de esta misma disposición.

Ahora, se observa que la parte ejecutante, el día 22 de febrero de 2023,
expidió  la  liquidación de  aportes  pensionales  adeudadas,  en la  cual  se
relacionan las cotizaciones a cargo de la parte ejecutada pendientes de
pago, (01-fl. 10 pdf). Ha de señalarse que, la administradora de pensiones
expresó en este documento, que conforme a lo normado en el art. 24 de la
Ley  100  de  1993,  y  en  el  art.  14  lit.  H  de  Decreto  656  de  1992,  la
liquidación prestaba mérito ejecutivo.

A pesar de lo anterior, este Despacho echa de menos la ejecución de las
acciones persuasivas,  de que trata el  art.  12 de la Resolución 2082 de
2016, pues si bien se encuentra constituido el título ejecutivo, y se remitió
al  deudor  el  respectivo  aviso  de  incumplimiento,  no  se  observa  que  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS  PORVENIR  S.A.,  haya  contactado  mínimo  en  dos
oportunidades, a la accionada, con el fin de obtener el pago voluntario e
inmediato de la obligación aquí demandada. 

Y  si  bien  indicó  la  entidad  ejecutante  que,  inició  la  acción  judicial
omitiendo la realización de las acciones persuasivas, por tratarse de una
cartera de difícil recuperación ante el riesgo de incobrabilidad, en atención
de la Resolución 1702 de 2021, lo cierto es que, dicha normatividad no
resulta  aplicable  al  caso  puesto  a  consideración  de  este  Despacho,  en
tanto que por lo menos por los periodos de mayo y junio de 2022 se debe
seguir el trámite regular previsto para ese momento, que no es otro que la
Resolución 2082 de 2016, habida cuenta que de conformidad con el art.
22 de la Resolución 1702 de 2021, esta entró a regir a partir del 28 de
junio de 2022.

De manera que, si bien la liquidación emitida por la entidad ejecutante
presta mérito ejecutivo, en los términos del art. 24 de la Ley 100 de 1993,
lo  cierto  es  que,  para  conformar  en  debida  forma  el  título  base  de
ejecución, debe surtirse a cabalidad, el proceso de cobro dispuesto por la
UNIDAD  ADMINISTRATIVA  ESPECIAL  DE  GESTIÓN  PENSIONAL  Y
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN
SOCIAL (UGPP) a través de la Resolución No. 2082 de 2016, el cual resulta
imprescindible para ejercer las acciones judiciales pertinentes, pues todas
las entidades  que conforman el  sistema general  de seguridad social  en
pensiones, están obligadas a cumplir los estándares de cobro establecidos
en la citada normatividad. 

En ese orden de ideas, y al no haberse integrado en debida forma el título
ejecutivo,  este  Despacho  dispone  NEGAR el  mandamiento  de  pago
solicitado  por  la  SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE
PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO:  RECONOCER PERSONERÍA  a  la  sociedad  LITIGAR PUNTO
COM S.A.S., identificada con el NIT N° 830.070.346-3 para actuar como
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apoderada judicial de la parte ejecutante, en los términos y para los fines
del poder conferido (01- fls. 64 y 74 a 76 pdf).

Lo anterior, de conformidad a lo dispuesto en el inc. 2° art. 75 del C.G.P.,
el cual prevé: 

“Igualmente podrá otorgarse poder a una persona jurídica cuyo objeto
social  principal  sea  la  prestación  de  servicios  jurídicos.  En  este
evento,  podrá actuar en el  proceso cualquier profesional  del
derecho  inscrito  en  su  certificado  de  existencia  y
representación legal. (…)” Negrita fuera de texto.

SEGUNDO:  NEGAR  EL  MANDAMIENTO  DE  PAGO solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS  PORVENIR  S.A.  contra  la  sociedad  SOLUCIONES
INTEGRALES PARA EL DESARROLLO ECOLOGICO Y AMBIENTAL SAS,
por las razones expuestas en la parte motiva. 

TERCERO:  DEVUÉLVASE la  demanda  ejecutiva  a  la  parte  ejecutante,
previas desanotaciones de rigor. 

CUARTO:  Una  vez  en  firme  esta  providencia,  ARCHÍVENSE las
actuaciones surtidas por el Juzgado. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    035  
HOY    08 DE JUNIO DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: bc989e6309ff3f7147c13185fa1662169236fca8602fff93d3a4e0c8ce07b238

Documento generado en 07/06/2023 08:55:41 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



EJECUTIVO N° 2023 00199 00

INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  29  de  mayo  de  2023,  Pasa  al
Despacho de la señora Juez, demanda ejecutiva recibida por reparto. Queda
radicada bajo el número 2023-00199-00. Sírvase proveer.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., siete (7) de junio de dos mil veintitrés (2023)

Visto el  informe secretarial que antecede,  se observa que la SOCIEDAD
ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y  CESANTÍAS
PORVENIR  S.A.,  pretende  se  libre  mandamiento  de  pago  en  contra
LUCENA  ANDREA  MORALES  CUERVO,  por  valor  de  $320.000
correspondiente  a  las  cotizaciones  pensionales  obligatorias  dejadas  de
pagar,  durante  el  periodo  de  mayo  y  junio  de  2022  así  como  por  los
intereses moratorios sobre los anteriores conceptos, desde la fecha en que
se debió cancelar cada cotización y hasta que se efectúe su pago, (Doc. 01
E.E.). 

Teniendo en cuenta lo pretendido por la entidad ejecutante, en criterio de
esta sede judicial, seria del caso remitir la demanda por competencia en
aplicación del art. 5 del CPT y SS, sino fuera porque la Sala de Casación
Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en recientes providencias AL694-
2023, AL696-2023, AL697-2023, AL698-2023, AL699-2023 y AL703-2023,
resolvió conflictos en casos similares al que hoy es objeto de conocimiento,
y continuó señalado que la regla que se adapta en materia de competencia
en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los
derechos a la seguridad social de los afiliados a través del cobro ejecutivo a
los  empleadores  de  aquellas  cotizaciones  que  no  fueron  satisfechas
oportunamente, es la establecida en el artículo 110 del CPT y SS, por lo
que este Despacho en aplicación del principio de economía procesal, avoca
conocimiento de este asunto y procede al estudio de la presente demanda.

Para resolver lo anterior, ha de tenerse en cuenta que  los arts. 100 del
C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen que podrá exigirse ejecutivamente
toda  obligación  que surja  de  una  relación  de  trabajo  o  que  conste  en
documento  que  provenga  del  deudor,  de  su  causante  o  derive  de  una
decisión judicial o arbitral que se encuentre en firme, siempre y cuando
sea clara, expresa y exigible.

Ha  precisado  la  jurisprudencia  que,  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva, puede constar en cualquier documento,  sin que ello traduzca
que deba  estar  contenida  en uno solo,  pues  no  existe  prohibición  que
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impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica o que en su ser
incluya  el  mismo  negocio  jurídico,  de  los  cuales  se  extrae  su  fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  "título  ejecutivo
complejo"1

Ahora, teniendo en cuenta que en este caso se persigue el cobro de las
cotizaciones al sistema general en pensiones dejadas de cancelar por la
sociedad ejecutada, al respecto el art. 24 de la Ley 100 de 1993, dispone
que  las  administradoras  de  los  diferentes  regímenes  podrán  adelantar
acciones de cobro cuando exista incumplimiento frente a las obligaciones
del empleador. Agregó el anterior precepto que, la liquidación en la que se
defina el valor adeudado, prestará merito ejecutivo. 

Por  su  parte,  los  arts.  2  y  5  del  Decreto  2633  de  1994,  los  cuales
reglamentaron el art. 24 de la Ley 100 de 1993, establecen que una vez
vencidos los plazos para que los empleadores realizan las consignaciones,
las  entidades  administradoras  a  través  de  comunicación  dirigida  al
deudor,  lo  requerirá  para  que  cancele,  pero  si  transcurridos  15  días
siguientes a la elaboración del requerimiento, el empleador moroso no se
ha pronunciado, se elaborará la liquidación que presta mérito ejecutivo. 

A su turno, el parágrafo 1° del art. 178 de la Ley 1607 de 2012, dispuso
que las administradoras del sistema de la protección social, adelantarán
las acciones de cobro de las cotizaciones adeudadas por los aportantes, y
para tal efecto, se encontrarán obligadas a dar aplicación a los estándares
que fije la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL
Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN
SOCIAL (UGPP). 

De otro lado, a través de la Resolución 2082 de 2016, expedida por la
UNIDAD  ADMINISTRATIVA  ESPECIAL  DE  GESTIÓN  PENSIONAL  Y
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN
SOCIAL (UGPP), se estableció que, las administradoras del sistema general
de  protección  social,  deben  enviar  un  aviso  de  incumplimiento,  a  los
aportantes que presenten mora igual o inferior a 30 días, con el  fin de
incentivar el pago voluntario de las contribuciones adeudadas. 

Una vez surtido lo anterior, las administradoras del sistema constituirán el
título que presta mérito ejecutivo respecto de las cotizaciones en mora, y
contactarán  al  deudor  mínimo  en  dos  oportunidades;  el  primer
requerimiento que se realizará dentro de los 15 días siguientes a la firmeza
del título, y la segunda comunicación, dentro de los 30 días siguientes,
contados a partir de la fecha en que se efectuó el primer contacto. 

Añadió la citada normatividad en su artículo 13, que una vez vencidos los
45 días correspondientes a las dos comunicaciones efectuadas al deudor,
las administradoras del sistema de protección social contarán con el plazo
máximo de 5 meses para iniciar las acciones de cobro coactivo o judicial.

1 Sentencia STC11406, del 27 de agosto de 2015, reiterada STC18085 del 02 de noviembre de 2017, Sala de
Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. 
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 En este punto, se hace necesario traer a colación, el  pronunciamiento
efectuado  por  la  Sección  Primera  de  la  Sala  de  lo  Contencioso
Administrativo del H. Consejo de Estado, quien en sentencia de fecha 22
de septiembre de 2016, proferida dentro de la acción de simple nulidad
presentada por el señor WINSTON SAAVEDRA CHACÓN, contra los arts.
6°, 8° y 9° de la Resolución 444 del 28 de junio de 2013, expedida por la
UGPP, la cual fue subrogada por la Resolución 2082 de 2016, indicó:

“De conformidad con las normas pretranscritas a las Administradoras del
Sistema  de  la  Protección  Social  les  corresponde  adelantar  las
acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, aplicando
de manera obligatoria los estándares de procesos que fije la UGPP,
entidad que debe implementar mecanismos para la determinación y cobro de
las contribuciones parafiscales de la protección social que adelanten dichas
Administradoras,  incluyendo  la  definición  de  estándares  y mejores
prácticas, lo cual es acorde con lo dispuesto por la Ley 100 de 1993…”

Dentro de la  acción de nulidad formulada contra la Resolución 444 de
2013, la UGPP en su defensa expresó:

Que,  conforme  lo  prescribe  el  artículo  178 de  la  Ley 1607 de  2012,  las
Administradoras  del  Sistema  de  la  Protección  Social  continuarán
adelantando las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados,
para lo cual estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos
que fije la UGPP; que con la modificación introducida por el artículo 178 de
la Ley 1607 de 2012, se reiteró su competencia para conocer de los eventos
de mora en el pago de la contribución a su cargo y se impuso adicionalmente
una tarea a la UGPP, relativa a la fijación de estándares respecto de tal
proceso. (…) 

Que el artículo 9° acusado de la Resolución núm. 444 de 2013, establece el
inicio  de  las  acciones  de  cobro  coactivo  o  judicial  por  parte  de  las
Administradoras del Sistema de la Protección Social,  actuación que debe
ser  desarrollada  una  vez  agotadas  sin  éxito  las  acciones
persuasivas,  lo  cual  busca  lograr  que  ellas  cumplan  con  su
obligación  legal  de  ejercer  el  cobro  de  la  mora  registrada  a  sus
afiliados,  competencia  que  como  bien  lo  menciona  el  demandante  se
encuentra  establecida  en  el  artículo  24  de  la  Ley  100  de  1993  y  como
también lo dispone el  artículo 178,  parágrafo,  de la Ley 1607 de 2012.”
(Negrita fuera de texto)

Así entonces, procede este Juzgado a verificar los documentos allegados
por la  parte ejecutante,  y a través de los cuales pretende conformar el
título ejecutivo. 

Se observa que fue aportada la comunicación dirigida a LUCENA ANDREA
MORALES CUERVO, a través de la cual se le informó que presentaba mora
en el  pago de los aportes pensionales de los trabajadores afiliados a la
administradora, indicando para el efecto, el periodo adeudado y el valor de
la  obligación  documentos  que  además  se  encuentran  debidamente
cotejados, pues fueron enviados electrónicamente por correo certificado el
día  12  de  enero  de  2023  a  la  dirección  electrónica  reportada  en  el
certificado de Matricula Mercantil de persona natural (01- fl .23 pdf), los
cuales fueron entregados en la misma fecha, según el certificado emitido
por la empresa 4-72, (01- fls. 15 a 18 pdf).

De manera que, la anterior comunicación se ajusta a lo dispuesto en el art.
5° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de cobro establecidos por
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la UGPP, en el parágrafo del art. 9° de la Resolución No. 2082 de 2016, y
en el anexo técnico de esta misma disposición.

Ahora, se observa que la parte ejecutante, el día 22 de febrero de 2023,
expidió  la  liquidación de  aportes  pensionales  adeudadas,  en la  cual  se
relacionan las cotizaciones a cargo de la parte ejecutada pendientes de
pago, (01-fl. 10 pdf). Ha de señalarse que, la administradora de pensiones
expresó en este documento, que conforme a lo normado en el art. 24 de la
Ley  100  de  1993,  y  en  el  art.  14  lit.  H  de  Decreto  656  de  1992,  la
liquidación prestaba mérito ejecutivo.

A pesar de lo anterior, este Despacho echa de menos la ejecución de las
acciones persuasivas,  de que trata el  art.  12 de la Resolución 2082 de
2016, pues si bien se encuentra constituido el título ejecutivo, y se remitió
al  deudor  el  respectivo  aviso  de  incumplimiento,  no  se  observa  que  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS  PORVENIR  S.A.,  haya  contactado  mínimo  en  dos
oportunidades, a la accionada, con el fin de obtener el pago voluntario e
inmediato de la obligación aquí demandada. 

Y  si  bien  indicó  la  entidad  ejecutante  que,  inició  la  acción  judicial
omitiendo la realización de las acciones persuasivas, por tratarse de una
cartera de difícil recuperación ante el riesgo de incobrabilidad, en atención
de la Resolución 1702 de 2021, lo cierto es que, dicha normatividad no
resulta  aplicable  al  caso  puesto  a  consideración  de  este  Despacho,  en
tanto que por  los periodos de mayo y junio de 2022 se debe seguir  el
trámite  regular  previsto  para  ese  momento,  que  no  es  otro  que  la
Resolución 2082 de 2016, habida cuenta que de conformidad con el art.
22 de la Resolución 1702 de 2021, esta entró a regir a partir del 28 de
junio de 2022.

De manera que, si bien la liquidación emitida por la entidad ejecutante
presta mérito ejecutivo, en los términos del art. 24 de la Ley 100 de 1993,
lo  cierto  es  que,  para  conformar  en  debida  forma  el  título  base  de
ejecución, debe surtirse a cabalidad, el proceso de cobro dispuesto por la
UNIDAD  ADMINISTRATIVA  ESPECIAL  DE  GESTIÓN  PENSIONAL  Y
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN
SOCIAL (UGPP) a través de la Resolución No. 2082 de 2016, el cual resulta
imprescindible para ejercer las acciones judiciales pertinentes, pues todas
las entidades  que conforman el  sistema general  de seguridad social  en
pensiones, están obligadas a cumplir los estándares de cobro establecidos
en la citada normatividad. 

En ese orden de ideas, y al no haberse integrado en debida forma el título
ejecutivo,  este  Despacho  dispone  NEGAR el  mandamiento  de  pago
solicitado  por  la  SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE
PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO:  RECONOCER PERSONERÍA  a  la  sociedad  LITIGAR PUNTO
COM S.A.S., identificada con el NIT N° 830.070.346-3 para actuar como
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apoderada judicial de la parte ejecutante, en los términos y para los fines
del poder conferido (01- fls. 61 y 71 a 73 pdf).

Lo anterior, de conformidad a lo dispuesto en el inc. 2° art. 75 del C.G.P.,
el cual prevé: 

“Igualmente podrá otorgarse poder a una persona jurídica cuyo objeto
social  principal  sea  la  prestación  de  servicios  jurídicos.  En  este
evento,  podrá actuar en el  proceso cualquier profesional  del
derecho  inscrito  en  su  certificado  de  existencia  y
representación legal. (…)” Negrita fuera de texto.

SEGUNDO:  NEGAR  EL  MANDAMIENTO  DE  PAGO solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS  PORVENIR  S.A.  contra  LUCENA  ANDREA  MORALES
CUERVO, por las razones expuestas en la parte motiva. 

TERCERO:  DEVUÉLVASE la  demanda  ejecutiva  a  la  parte  ejecutante,
previas desanotaciones de rigor. 

CUARTO:  Una  vez  en  firme  esta  providencia,  ARCHÍVENSE las
actuaciones surtidas por el Juzgado. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    035  
HOY    08 DE JUNIO DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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INFORME SECRETARIAL:  29  de  mayo de  2023,  Pasa  al  Despacho  de  la
señora  Juez,  demanda  ejecutiva  recibida  por  reparto,  viene  remitida  por
competencia del Juzgado Tercero Municipal De Pequeñas Causas Laborales
de  Barranquilla.  Queda  radicada  bajo  el  número  2023-00203-00.  Sírvase
proveer.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., siete (7) de junio de dos mil veintitrés (2023).

Visto el informe secretarial que antecede, procede a estudiar el Juzgado la
viabilidad  de  la  presente  ejecución,  encontrando  que  la  SOCIEDAD
ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y  CESANTÍAS
PORVENIR  S.A.,  pretende  se  libre  mandamiento  de  pago  en  contra
JARRISON VALENCIA CAÑATE, por valor de $ 320.000 correspondiente a
las  cotizaciones  pensionales  obligatorias  dejadas  de  pagar,  durante  el
periodo de febrero y marzo de 2022 así como por los intereses moratorios
sobre los anteriores conceptos, desde la fecha en que se debió cancelar
cada cotización y hasta que se efectúe su pago (Doc. 01 E.E.). 

Teniendo en cuenta lo pretendido por la entidad ejecutante, en criterio de
esta sede judicial, seria del caso suscitar conflicto negativo de competencia
en  aplicación  del  art.  5  del  CPT  y  SS,  sino  fuera  porque  la  Sala  de
Casación  Laboral  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  en  recientes
providencias  AL694-  2023,  AL696-2023,  AL697-2023,  AL698-2023,
AL699-2023 y AL703-2023, resolvió conflictos en casos similares al que
hoy es objeto de conocimiento, y continuó señalado que la regla que se
adapta  en  materia  de  competencia  en  asuntos  de  igual  naturaleza,  es
decir, en los que se busca garantizar los derechos a la seguridad social de
los afiliados a través del  cobro ejecutivo a los empleadores de aquellas
cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente, es la establecida en
el artículo 110 del CPT y SS, por lo que este Despacho en aplicación del
principio  de  economía  procesal,  avoca  conocimiento  de  este  asunto  y
procede al estudio de la presente demanda.

Para resolver lo anterior, ha de tenerse en cuenta que  los arts. 100 del
C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen que podrá exigirse ejecutivamente
toda  obligación  que surja  de  una  relación  de  trabajo  o  que  conste  en
documento  que  provenga  del  deudor,  de  su  causante  o  derive  de  una
decisión judicial o arbitral que se encuentre en firme, siempre y cuando
sea clara, expresa y exigible.
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Ha  precisado  la  jurisprudencia  que,  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva, puede constar en cualquier documento,  sin que ello traduzca
que deba  estar  contenida  en uno solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica o que en su ser
incluya  el  mismo  negocio  jurídico,  de  los  cuales  se  extrae  su  fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  "título  ejecutivo
complejo"1

Ahora, teniendo en cuenta que en este caso se persigue el cobro de las
cotizaciones al sistema general en pensiones dejadas de cancelar por la
sociedad ejecutada, al respecto el art. 24 de la Ley 100 de 1993, dispone
que  las  administradoras  de  los  diferentes  regímenes  podrán  adelantar
acciones de cobro cuando exista incumplimiento frente a las obligaciones
del empleador. Agregó el anterior precepto que, la liquidación en la que se
defina el valor adeudado, prestará merito ejecutivo. 

Por  su  parte,  los  arts.  2  y  5  del  Decreto  2633  de  1994,  los  cuales
reglamentaron el art. 24 de la Ley 100 de 1993, establecen que una vez
vencidos los plazos para que los empleadores realizan las consignaciones,
las  entidades  administradoras  a  través  de  comunicación  dirigida  al
deudor,  lo  requerirá  para  que  cancele,  pero  si  transcurridos  15  días
siguientes a la elaboración del requerimiento, el empleador moroso no se
ha pronunciado, se elaborará la liquidación que presta mérito ejecutivo. 

A su turno, el parágrafo 1° del art. 178 de la Ley 1607 de 2012, dispuso
que las administradoras del sistema de la protección social, adelantarán
las acciones de cobro de las cotizaciones adeudadas por los aportantes, y
para tal efecto, se encontrarán obligadas a dar aplicación a los estándares
que fije la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL
Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN
SOCIAL (UGPP). 

De otro lado, a través de la Resolución 2082 de 2016, expedida por la
UNIDAD  ADMINISTRATIVA  ESPECIAL  DE  GESTIÓN  PENSIONAL  Y
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN
SOCIAL (UGPP), se estableció que, las administradoras del sistema general
de  protección  social,  deben  enviar  un  aviso  de  incumplimiento,  a  los
aportantes que presenten mora igual o inferior a 30 días, con el  fin de
incentivar el pago voluntario de las contribuciones adeudadas. 

Una vez surtido lo anterior, las administradoras del sistema constituirán el
título que presta mérito ejecutivo respecto de las cotizaciones en mora, y
contactarán  al  deudor  mínimo  en  dos  oportunidades;  el  primer
requerimiento que se realizará dentro de los 15 días siguientes a la firmeza
del título, y la segunda comunicación, dentro de los 30 días siguientes,
contados a partir de la fecha en que se efectuó el primer contacto. 

Añadió la citada normatividad en su artículo 13, que una vez vencidos los
45 días correspondientes a las dos comunicaciones efectuadas al deudor,

1 Sentencia STC11406, del 27 de agosto de 2015, reiterada STC18085 del 02 de noviembre de 2017, Sala de
Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. 
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las administradoras del sistema de protección social contarán con el plazo
máximo de 5 meses para iniciar las acciones de cobro coactivo o judicial.

 En este punto, se hace necesario traer a colación, el  pronunciamiento
efectuado  por  la  Sección  Primera  de  la  Sala  de  lo  Contencioso
Administrativo del H. Consejo de Estado, quien en sentencia de fecha 22
de septiembre de 2016, proferida dentro de la acción de simple nulidad
presentada por el señor WINSTON SAAVEDRA CHACÓN, contra los arts.
6°, 8° y 9° de la Resolución 444 del 28 de junio de 2013, expedida por la
UGPP, la cual fue subrogada por la Resolución 2082 de 2016, indicó:

“De conformidad con las normas pretranscritas a las Administradoras del
Sistema  de  la  Protección  Social  les  corresponde  adelantar  las
acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, aplicando
de manera obligatoria los estándares de procesos que fije la UGPP,
entidad que debe implementar mecanismos para la determinación y cobro de
las contribuciones parafiscales de la protección social que adelanten dichas
Administradoras,  incluyendo  la  definición  de  estándares  y mejores
prácticas, lo cual es acorde con lo dispuesto por la Ley 100 de 1993…”

Dentro de la  acción de nulidad formulada contra la Resolución 444 de
2013, la UGPP en su defensa expresó:

Que,  conforme  lo  prescribe  el  artículo  178 de  la  Ley 1607 de  2012,  las
Administradoras  del  Sistema  de  la  Protección  Social  continuarán
adelantando las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados,
para lo cual estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos
que fije la UGPP; que con la modificación introducida por el artículo 178 de
la Ley 1607 de 2012, se reiteró su competencia para conocer de los eventos
de mora en el pago de la contribución a su cargo y se impuso adicionalmente
una tarea a la UGPP, relativa a la fijación de estándares respecto de tal
proceso. (…) 

Que el artículo 9° acusado de la Resolución núm. 444 de 2013, establece el
inicio  de  las  acciones  de  cobro  coactivo  o  judicial  por  parte  de  las
Administradoras del Sistema de la Protección Social,  actuación que debe
ser  desarrollada  una  vez  agotadas  sin  éxito  las  acciones
persuasivas,  lo  cual  busca  lograr  que  ellas  cumplan  con  su
obligación  legal  de  ejercer  el  cobro  de  la  mora  registrada  a  sus
afiliados,  competencia  que  como  bien  lo  menciona  el  demandante  se
encuentra  establecida  en  el  artículo  24  de  la  Ley  100  de  1993  y  como
también lo dispone el  artículo 178,  parágrafo,  de la Ley 1607 de 2012.”
(Negrita fuera de texto)

Así entonces, procede este Juzgado a verificar los documentos allegados
por la  parte ejecutante,  y a través de los cuales pretende conformar el
título ejecutivo. 

Se  observa  que  fue  aportada  la  comunicación  dirigida  a  JARRISON
VALENCIA CAÑATE, a través de la cual se le informó que presentaba mora
en el  pago de los aportes pensionales de los trabajadores afiliados a la
administradora, indicando para el efecto, el periodo adeudado y el valor de
la  obligación  documentos  que  además  se  encuentran  debidamente
cotejados, pues fueron enviados electrónicamente por correo certificado el
día 30 de septiembre de 2022 a través de mensaje de datos a la dirección
electrónica reportada por aquél en MiPlanilla (01- fl  24 pdf),  los cuales
fueron entregados en la misma fecha, según el certificado emitido por la
empresa 4-72, (01- fls. 15 a 18 pdf).
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De manera que, la anterior comunicación se ajusta a lo dispuesto en el art.
5° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de cobro establecidos por
la UGPP, en el parágrafo del art. 9° de la Resolución No. 2082 de 2016, y
en el anexo técnico de esta misma disposición.

Ahora, se observa que la parte ejecutante, el día 22 de diciembre de 2022,
expidió  la  liquidación de  aportes  pensionales  adeudadas,  en la  cual  se
relacionan las cotizaciones a cargo de la parte ejecutada pendientes de
pago, (01-fl. 9 pdf). Ha de señalarse que, la administradora de pensiones
expresó en este documento, que conforme a lo normado en el art. 24 de la
Ley  100  de  1993,  y  en  el  art.  14  lit.  H  de  Decreto  656  de  1992,  la
liquidación prestaba mérito ejecutivo.

A pesar de lo anterior, este Despacho echa de menos la ejecución de las
acciones persuasivas,  de que trata el  art.  12 de la Resolución 2082 de
2016, pues si bien se encuentra constituido el título ejecutivo, y se remitió
al  deudor  el  respectivo  aviso  de  incumplimiento,  no  se  observa  que  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS  PORVENIR  S.A.,  haya  contactado  mínimo  en  dos
oportunidades, a la accionada, con el fin de obtener el pago voluntario e
inmediato de la obligación aquí demandada. 

Y  si  bien  indicó  la  entidad  ejecutante  que,  inició  la  acción  judicial
omitiendo la realización de las acciones persuasivas, por tratarse de una
cartera de difícil recuperación ante el riesgo de incobrabilidad, en atención
de la Resolución 1702 de 2021, lo cierto es que, dicha normatividad no
resulta  aplicable  al  caso  puesto  a  consideración  de  este  Despacho,  en
tanto que por  los  periodos  de  febrero  y  marzo de  2022 debe  seguir  el
trámite  regular  previsto  para  ese  momento,  que  no  es  otro  que  la
Resolución 2082 de 2016, habida cuenta que de conformidad con el art.
22 de la Resolución 1702 de 2021, esta entró a regir a partir del 28 de
junio de 2022.

De manera que, si bien la liquidación emitida por la entidad ejecutante
presta mérito ejecutivo, en los términos del art. 24 de la Ley 100 de 1993,
lo  cierto  es  que,  para  conformar  en  debida  forma  el  título  base  de
ejecución, debe surtirse a cabalidad, el proceso de cobro dispuesto por la
UNIDAD  ADMINISTRATIVA  ESPECIAL  DE  GESTIÓN  PENSIONAL  Y
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN
SOCIAL (UGPP) a través de la Resolución No. 2082 de 2016, el cual resulta
imprescindible para ejercer las acciones judiciales pertinentes, pues todas
las entidades  que conforman el  sistema general  de seguridad social  en
pensiones, están obligadas a cumplir los estándares de cobro establecidos
en la citada normatividad. 

En ese orden de ideas, y al no haberse integrado en debida forma el título
ejecutivo,  este  Despacho  dispone  NEGAR el  mandamiento  de  pago
solicitado  por  la  SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE
PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:
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PRIMERO:  RECONOCER PERSONERÍA  a  la  sociedad  LITIGAR PUNTO
COM S.A.S., identificada con el NIT N° 830.070.346-3 para actuar como
apoderada judicial de la parte ejecutante, en los términos y para los fines
del poder conferido (01- Fls. 57 y 68 a 71 pdf).

Lo anterior, de conformidad a lo dispuesto en el inc. 2° art. 75 del C.G.P.,
el cual prevé: 

“Igualmente podrá otorgarse poder a una persona jurídica cuyo objeto
social  principal  sea  la  prestación  de  servicios  jurídicos.  En  este
evento,  podrá actuar en el  proceso cualquier profesional  del
derecho  inscrito  en  su  certificado  de  existencia  y
representación legal. (…)” Negrita fuera de texto.

SEGUNDO:  NEGAR  EL  MANDAMIENTO  DE  PAGO solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS PORVENIR S.A.  contra  JARRISON VALENCIA CAÑATE,  por
las razones expuestas en la parte motiva. 

TERCERO:  DEVUÉLVASE la  demanda  ejecutiva  a  la  parte  ejecutante,
previas desanotaciones de rigor. 

CUARTO:  Una  vez  en  firme  esta  providencia,  ARCHÍVENSE las
actuaciones surtidas por el Juzgado. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    035  
HOY    08     DE JUNIO DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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INFORME SECRETARIAL: 29 de mayo de 2023, Pasa al Despacho de la
señora Juez, demanda ejecutiva recibida por reparto, viene remitida por
competencia  del  Juzgado  Primero  Municipal  De  Pequeñas  Causas
Laborales  de  Cúcuta.  Queda  radicada  bajo  el  número  2023-00205-00.
Sírvase proveer.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., siete (7) de junio de dos mil veintitrés (2023).

Visto el informe secretarial que antecede, procede a estudiar el Juzgado la
viabilidad  de  la  presente  ejecución,  encontrando  que  la  SOCIEDAD
ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y  CESANTÍAS
PORVENIR S.A.  pretende se libre mandamiento de pago en contra JUAN
SOTO IBARRA, por valor de $640.000 correspondiente a las cotizaciones
pensionales obligatorias dejadas de pagar, durante el periodo de marzo a
junio de 2022 así como por los intereses moratorios sobre los anteriores
conceptos, desde la fecha en que se debió cancelar cada cotización y hasta
que se efectúe su pago (Doc. 01 E.E.). 

Teniendo en cuenta lo pretendido por la entidad ejecutante, en criterio de
esta  sede  judicial,  seria  del  caso  suscitar  el  conflicto  negativo  de
competencia en aplicación del art. 5 del CPT y SS, sino fuera porque la
Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en recientes
providencias  AL694-  2023,  AL696-2023,  AL697-2023,  AL698-2023,
AL699-2023 y AL703-2023, resolvió conflictos en casos similares al que
hoy es objeto de conocimiento, y continuó señalado que la regla que se
adapta  en  materia  de  competencia  en  asuntos  de  igual  naturaleza,  es
decir, en los que se busca garantizar los derechos a la seguridad social de
los afiliados a través del  cobro ejecutivo a los empleadores de aquellas
cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente, es la establecida
en el artículo 110 del CPT y SS, por lo que este Despacho en aplicación del
principio  de  economía  procesal,  avoca  conocimiento  de  este  asunto  y
procede al estudio de la presente demanda. 

Para resolver lo anterior, ha de tenerse en cuenta que los arts. 100 del
C.P.T.
y S.S. y 422 del C.G.P., disponen que podrá exigirse ejecutivamente toda
obligación  que  surja  de  una  relación  de  trabajo  o  que  conste  en
documento  que provenga  del  deudor,  de  su causante  o  derive  de  una
decisión judicial o arbitral que se encuentre en firme, siempre y cuando
sea clara, expresa y exigible.
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Ha  precisado  la  jurisprudencia  que,  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva, puede constar en cualquier documento, sin que ello traduzca
que deba  estar contenida en uno solo,  pues  no existe  prohibición que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica o que en su ser
incluya  el  mismo  negocio  jurídico,  de  los  cuales  se  extrae  su  fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  "título  ejecutivo
complejo"1

Ahora, teniendo en cuenta que en este caso se persigue el cobro de las
cotizaciones al sistema general en pensiones dejadas de cancelar por la
sociedad ejecutada, al respecto el art. 24 de la Ley 100 de 1993, dispone
que  las  administradoras  de  los  diferentes  regímenes  podrán  adelantar
acciones de cobro cuando exista incumplimiento frente a las obligaciones
del empleador. Agregó el anterior precepto que, la liquidación en la que se
defina el valor adeudado, prestará merito ejecutivo. 

Por  su  parte,  los  arts.  2  y  5  del  Decreto  2633  de  1994,  los  cuales
reglamentaron el art. 24 de la Ley 100 de 1993, establecen que una vez
vencidos los plazos para que los empleadores realizan las consignaciones,
las  entidades  administradoras  a  través  de  comunicación  dirigida  al
deudor,  lo  requerirá  para  que  cancele,  pero  si  transcurridos  15  días
siguientes a la elaboración del requerimiento, el empleador moroso no se
ha pronunciado, se elaborará la liquidación que presta mérito ejecutivo. 

A su turno, el parágrafo 1° del art. 178 de la Ley 1607 de 2012, dispuso
que las administradoras del sistema de la protección social, adelantarán
las acciones de cobro de las cotizaciones adeudadas por los aportantes, y
para tal efecto, se encontrarán obligadas a dar aplicación a los estándares
que  fije  la  UNIDAD  ADMINISTRATIVA  ESPECIAL  DE  GESTIÓN
PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA
PROTECCIÓN SOCIAL (UGPP). 

De otro lado, a través de la Resolución 2082 de 2016, expedida por la
UNIDAD  ADMINISTRATIVA  ESPECIAL  DE  GESTIÓN  PENSIONAL  Y
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN
SOCIAL (UGPP), se estableció que, las administradoras del sistema general
de  protección  social,  deben  enviar  un  aviso  de  incumplimiento,  a  los
aportantes que presenten mora igual o inferior a 30 días, con el fin de
incentivar el pago voluntario de las contribuciones adeudadas. 

Una vez surtido lo anterior, las administradoras del sistema constituirán
el título que presta mérito ejecutivo respecto de las cotizaciones en mora,
y  contactarán  al  deudor  mínimo  en  dos  oportunidades;  el  primer
requerimiento  que  se  realizará  dentro  de  los  15  días  siguientes  a  la
firmeza  del  título,  y  la  segunda  comunicación,  dentro  de  los  30  días
siguientes,  contados  a  partir  de  la  fecha  en  que  se  efectuó  el  primer
contacto. 

Añadió la citada normatividad en su artículo 13, que una vez vencidos los
45 días correspondientes a las dos comunicaciones efectuadas al deudor,

1 Sentencia STC11406, del 27 de agosto de 2015, reiterada STC18085 del 02 de noviembre de 2017, Sala de
Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. 
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las administradoras del sistema de protección social contarán con el plazo
máximo de 5 meses para iniciar las acciones de cobro coactivo o judicial.

 En este punto, se hace necesario traer a colación, el pronunciamiento
efectuado  por  la  Sección  Primera  de  la  Sala  de  lo  Contencioso
Administrativo del H. Consejo de Estado, quien en sentencia de fecha 22
de septiembre de 2016, proferida dentro de la acción de simple nulidad
presentada por el señor WINSTON SAAVEDRA CHACÓN, contra los arts.
6°, 8° y 9° de la Resolución 444 del 28 de junio de 2013, expedida por la
UGPP, la cual fue subrogada por la Resolución 2082 de 2016, indicó:

“De conformidad con las  normas pretranscritas  a las Administradoras
del Sistema de la Protección Social les corresponde adelantar las
acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, aplicando
de manera obligatoria los estándares de procesos que fije la UGPP,
entidad que debe implementar mecanismos para la determinación y cobro
de  las  contribuciones  parafiscales  de  la  protección  social  que  adelanten
dichas  Administradoras,  incluyendo  la  definición  de  estándares  y
mejores prácticas,  lo cual es acorde con lo dispuesto por la Ley 100 de
1993…”

Dentro de la acción de nulidad formulada contra la Resolución 444 de
2013, la UGPP en su defensa expresó:

Que,  conforme lo  prescribe  el  artículo  178 de la Ley 1607 de 2012,  las
Administradoras  del  Sistema  de  la  Protección  Social  continuarán
adelantando las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados,
para lo cual estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos
que fije la UGPP; que con la modificación introducida por el artículo 178 de
la Ley 1607 de 2012, se reiteró su competencia para conocer de los eventos
de  mora  en  el  pago  de  la  contribución  a  su  cargo  y  se  impuso
adicionalmente una tarea a la UGPP, relativa a la fijación de estándares
respecto de tal proceso. (…) 

Que el artículo 9° acusado de la Resolución núm. 444 de 2013, establece el
inicio  de  las  acciones  de  cobro  coactivo  o  judicial  por  parte  de  las
Administradoras del Sistema de la Protección Social,  actuación que debe
ser  desarrollada  una  vez  agotadas  sin  éxito  las  acciones
persuasivas,  lo  cual  busca  lograr  que  ellas  cumplan  con  su
obligación  legal  de  ejercer  el  cobro  de  la  mora  registrada  a  sus
afiliados,  competencia  que  como  bien  lo  menciona  el  demandante  se
encuentra  establecida  en  el  artículo  24  de  la  Ley 100 de  1993  y  como
también lo dispone el  artículo 178, parágrafo,  de la Ley 1607 de 2012.”
(Negrita fuera de texto)

Así entonces, procede este Juzgado a verificar los documentos allegados
por la parte ejecutante, y a través de los cuales pretende conformar el
título ejecutivo. 

Se  observa  que  fue  aportada  la  comunicación  dirigida  a  JUAN  SOTO
IBARRA, a través de la cual se le informó que presentaba mora en el pago
de  los  aportes  pensionales  de  los  trabajadores  afiliados  a  la
administradora, indicando para el efecto, el periodo adeudado y el valor de
la  obligación  documentos  que  además  se  encuentran  debidamente
cotejados, pues fueron enviados electrónicamente por correo certificado el
día  27  de  octubre  de  2022  a  la  dirección  electrónica  reportada  en  el
Certificado de Matrícula Mercantil expedido por al Cámara de Comercio de
Cúcuta (01- fl. 26 pdf), los cuales fueron entregados en la misma fecha,
según el certificado emitido por la empresa 4-72 (01- Fls. 18 a 21 pdf).
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De manera que, la anterior comunicación se ajusta a lo dispuesto en el
art. 5° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de cobro establecidos
por la UGPP, en el  parágrafo del  art.  9° de la Resolución No. 2082 de
2016, y en el anexo técnico de esta misma disposición.

Ahora, se observa que la parte ejecutante, el día 2 de diciembre de 2022,
expidió  la liquidación de aportes pensionales adeudadas, en la cual  se
relacionan las cotizaciones a cargo de la parte ejecutada pendientes de
pago, (01-fl. 11 pdf). Ha de señalarse que, la administradora de pensiones
expresó en este documento, que conforme a lo normado en el art. 24 de la
Ley  100  de  1993,  y  en  el  art.  14  lit.  H  de  Decreto  656  de  1992,  la
liquidación prestaba mérito ejecutivo.

A pesar de lo anterior, este Despacho echa de menos la ejecución de las
acciones persuasivas, de que trata el art.  12 de la Resolución 2082 de
2016, pues si bien se encuentra constituido el título ejecutivo, y se remitió
al  deudor  el  respectivo  aviso  de  incumplimiento,  no  se  observa  que la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS  PORVENIR  S.A.,  haya  contactado  mínimo  en  dos
oportunidades, a la accionada, con el fin de obtener el pago voluntario e
inmediato de la obligación aquí demandada. 

Y  si  bien  indicó  la  entidad  ejecutante  que,  inició  la  acción  judicial
omitiendo la realización de las acciones persuasivas, por tratarse de una
cartera de difícil recuperación ante el riesgo de incobrabilidad, en atención
de la Resolución 1702 de 2021, lo cierto es que, dicha normatividad no
resulta  aplicable  al  caso  puesto  a  consideración  de  este  Despacho,  en
tanto que por los periodos de marzo a junio de 2022 debe seguir el trámite
regular previsto para ese momento, que no es otro que la Resolución 2082
de  2016,  habida  cuenta  que  de  conformidad  con  el  art.  22  de  la
Resolución 1702 de 2021, esta entró a regir a partir del 28 de junio de
2022.

De manera que, si bien la liquidación emitida por la entidad ejecutante
presta mérito ejecutivo, en los términos del art. 24 de la Ley 100 de 1993,
lo  cierto  es  que,  para  conformar  en  debida  forma  el  título  base  de
ejecución, debe surtirse a cabalidad, el proceso de cobro dispuesto por la
UNIDAD  ADMINISTRATIVA  ESPECIAL  DE  GESTIÓN  PENSIONAL  Y
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN
SOCIAL  (UGPP)  a  través  de  la  Resolución  No.  2082  de  2016,  el  cual
resulta  imprescindible  para  ejercer  las  acciones  judiciales  pertinentes,
pues todas las entidades que conforman el sistema general de seguridad
social en pensiones, están obligadas a cumplir los estándares de cobro
establecidos en la citada normatividad. 

En ese orden de ideas, y al no haberse integrado en debida forma el título
ejecutivo,  este  Despacho  dispone  NEGAR el  mandamiento  de  pago
solicitado  por  la  SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE
PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO:  RECONOCER PERSONERÍA  a la  sociedad LITIGAR PUNTO
COM S.A.S., identificada con el NIT N° 830.070.346-3 para actuar como
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apoderada judicial de la parte ejecutante, en los términos y para los fines
del poder conferido (01- fls. 54 y 74 a 78 pdf).

Lo anterior, de conformidad a lo dispuesto en el inc. 2° art. 75 del C.G.P.,
el cual prevé: 

“Igualmente podrá otorgarse poder a una persona jurídica cuyo objeto
social  principal  sea  la  prestación  de  servicios  jurídicos.  En  este
evento,  podrá actuar en el  proceso cualquier profesional  del
derecho  inscrito  en  su  certificado  de  existencia  y
representación legal. (…)” Negrita fuera de texto.

SEGUNDO:  NEGAR  EL  MANDAMIENTO  DE  PAGO solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS PORVENIR S.A. contra JUAN SOTO IBARRA, por las razones
expuestas en la parte motiva. 

TERCERO:  DEVUÉLVASE la  demanda  ejecutiva  a  la  parte  ejecutante,
previas desanotaciones de rigor. 

CUARTO:  Una  vez  en  firme  esta  providencia,  ARCHÍVENSE las
actuaciones surtidas por el Juzgado. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO  NO.    035_  
HOY    08    DE JUNIO DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  29  de  mayo  de  2023.  Pasa  al
Despacho de la señora Juez, demanda ejecutiva recibida por reparto, viene
remitida por competencia del Juzgado Treinta y Ocho Laboral del Circuito de
Bogotá. Queda radicada bajo el número 2023-00209-00. Sírvase proveer.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., siete (7) de junio de dos mil veintitrés (2023).

Visto el informe secretarial que antecede, sería del  caso entrar a resolver
sobre la  admisibilidad de la  demanda incoada por  la  COLFONDOS S.A
PENSIONES  Y  CESANTIAS  contra  COLOMBIAN  SPECIAL  PRODUCTS
LTDA CI EN LIQUIDACION, por virtud de la remisión que hiciere el Juez
Treinta y Ocho Laboral del Circuito de Bogotá conforme proveído adiado 17
de febrero de 2023 (01- fl.  241 pdf),  si  no fuera porque, contrario a lo
afirmado  por  esa  Sede  Judicial  se  advierte  que,  en  el  acápite  de
pretensiones del líbelo, la parte actora pretende el  reconocimiento y pago
de aportes parafiscales,  más los intereses moratorios  que ascienden a la
suma de CIENTO TREINTA Y SIETE MILLONES SETENTA Y OCHO MIL
TRESCIENTOS DIEZ PESOS ($137´078.310.) (01- fls 1 y 2 pdf), monto
este  que  evidentemente  supera  el  umbral  fijado  por  el  artículo  12  del
C.P.T. y S.S., modificado por el artículo 46 de la Ley 1395 de 2010 para
asumir  la  competencia,  vale  decir,  veinte  (20)  salarios  mínimos  legales
mensuales vigentes que para este año corresponde a $23.200.000.

De manera que, este  Juzgado carece de competencia para conocer de
este proceso y el competente es el Juzgado Laboral del Circuito de esta
ciudad.

En virtud de lo anterior, lo procedente es suscitar el conflicto negativo de
competencia con  el  Juzgado  Treinta  y  Ocho  Laboral  del  Circuito  de
Bogotá  D.C.,  de  conformidad  con  el  artículo  139  del  C.G.P.,  en
concordancia con lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley Estatutaria de la
Administración de Justicia.

En mérito de lo expuesto, se RESUELVE:
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PRIMERO: PROMOVER CONFLICTO NEGATIVO DE COMPETENCIA con
el JUZGADO TREINTA Y OCHO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ
D.C., de conformidad con la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO:  Por  secretaría  LÍBRESE  el  oficio  correspondiente y
REMÍTANSE las presentes diligencias ante el Honorable Tribunal Superior
del  Distrito  Judicial  de  Bogotá  D.C.  –  Sala  Laboral;  previas las
desanotaciones de rigor.

El  EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    035  
HOY    08    DE JUNIO DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  29  de  mayo  de  2023,  Pasa  al
Despacho de la señora Juez, demanda ejecutiva recibida por reparto. Queda
radicada bajo el número 2023-00215-00. Sírvase proveer.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., siete (7) de junio de dos mil veintitrés (2023).

Visto el  informe secretarial que antecede,  se observa que la SOCIEDAD
ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y  CESANTÍAS
PORVENIR  S.A.,  pretende  se  libre  mandamiento  de  pago  en  contra
CARLOS  ALBERTO  LARA  MONTOYA,  por  valor  de  $2.050.728,oo
correspondiente  a  las  cotizaciones  pensionales  obligatorias  dejadas  de
pagar, durante el periodo de noviembre de 2021 a enero de 2023 así como
por los intereses moratorios sobre los anteriores conceptos, desde la fecha
en que se debió cancelar cada cotización y hasta que se efectúe su pago
(Doc. 01 E.E.). 

Teniendo en cuenta lo pretendido por la entidad ejecutante, en criterio de
esta sede judicial, seria del caso remitir la demanda por competencia en
virtud del factor territorial en aplicación del art. 5 del CPT y SS, sino fuera
porque la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en
recientes  providencias  AL694-  2023,  AL696-2023,  AL697-2023,  AL698-
2023, AL699-2023 y AL703-2023, resolvió conflictos en casos similares al
que hoy es objeto de conocimiento, y continuó señalado que la regla que se
adapta  en  materia  de  competencia  en  asuntos  de  igual  naturaleza,  es
decir, en los que se busca garantizar los derechos a la seguridad social de
los afiliados a través del  cobro ejecutivo a los empleadores de aquellas
cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente, es la establecida en
el  artículo 110 del  CPT y SS,  por  lo que este  Despacho,  en respeto  al
precedente vertical que en tal tópico ha sentado la Corporación encargada
de unificar la jurisprudencia en la Jurisdicción Ordinaria y por virtud de la
economía  procesal,  habrá  de  recoger  el  criterio  adoptado  y  en
consecuencia aplicar esta regla de decisión en asuntos como el que hoy
nos convoca. 

Para resolver lo anterior, ha de tenerse en cuenta que los arts. 100 del
C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen que podrá exigirse ejecutivamente
toda  obligación  que surja  de  una  relación  de  trabajo  o  que  conste  en
documento  que  provenga  del  deudor,  de  su  causante  o  derive  de  una
decisión judicial o arbitral que se encuentre en firme, siempre y cuando
sea clara, expresa y exigible.
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Ha  precisado  la  jurisprudencia  que,  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva, puede constar en cualquier documento,  sin que ello traduzca
que deba  estar  contenida  en uno solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica o que en su ser
incluya  el  mismo  negocio  jurídico,  de  los  cuales  se  extrae  su  fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  "título  ejecutivo
complejo"1

Ahora, teniendo en cuenta que en este caso se persigue el cobro de las
cotizaciones al sistema general en pensiones dejadas de cancelar por la
sociedad ejecutada, al respecto el art. 24 de la Ley 100 de 1993, dispone
que  las  administradoras  de  los  diferentes  regímenes  podrán  adelantar
acciones de cobro cuando exista incumplimiento frente a las obligaciones
del empleador. Agregó el anterior precepto que, la liquidación en la que se
defina el valor adeudado, prestará merito ejecutivo. 

Por  su  parte,  los  arts.  2  y  5  del  Decreto  2633  de  1994,  los  cuales
reglamentaron el art. 24 de la Ley 100 de 1993, establecen que una vez
vencidos los plazos para que los empleadores realizan las consignaciones,
las  entidades  administradoras  a  través  de  comunicación  dirigida  al
deudor,  lo  requerirá  para  que  cancele,  pero  si  transcurridos  15  días
siguientes a la elaboración del requerimiento, el empleador moroso no se
ha pronunciado, se elaborará la liquidación que presta mérito ejecutivo. 

A su turno, el parágrafo 1° del art. 178 de la Ley 1607 de 2012, dispuso
que las administradoras del sistema de la protección social, adelantarán
las acciones de cobro de las cotizaciones adeudadas por los aportantes, y
para tal efecto, se encontrarán obligadas a dar aplicación a los estándares
que fije la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL
Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN
SOCIAL (UGPP). 

De otro lado, a través de la Resolución 2082 de 2016, expedida por la
UNIDAD  ADMINISTRATIVA  ESPECIAL  DE  GESTIÓN  PENSIONAL  Y
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN
SOCIAL (UGPP), se estableció que, las administradoras del sistema general
de  protección  social,  deben  enviar  un  aviso  de  incumplimiento,  a  los
aportantes que presenten mora igual o inferior a 30 días, con el  fin de
incentivar el pago voluntario de las contribuciones adeudadas. 

Una vez surtido lo anterior, las administradoras del sistema constituirán el
título que presta mérito ejecutivo respecto de las cotizaciones en mora, y
contactarán  al  deudor  mínimo  en  dos  oportunidades;  el  primer
requerimiento que se realizará dentro de los 15 días siguientes a la firmeza
del título, y la segunda comunicación, dentro de los 30 días siguientes,
contados a partir de la fecha en que se efectuó el primer contacto. 

Añadió la citada normatividad en su artículo 13, que una vez vencidos los
45 días correspondientes a las dos comunicaciones efectuadas al deudor,

1 Sentencia STC11406, del 27 de agosto de 2015, reiterada STC18085 del 02 de noviembre de 2017, Sala de
Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. 
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las administradoras del sistema de protección social contarán con el plazo
máximo de 5 meses para iniciar las acciones de cobro coactivo o judicial.

 En este punto, se hace necesario traer a colación, el  pronunciamiento
efectuado  por  la  Sección  Primera  de  la  Sala  de  lo  Contencioso
Administrativo del H. Consejo de Estado, quien en sentencia de fecha 22
de septiembre de 2016, proferida dentro de la acción de simple nulidad
presentada por el señor WINSTON SAAVEDRA CHACÓN, contra los arts.
6°, 8° y 9° de la Resolución 444 del 28 de junio de 2013, expedida por la
UGPP, la cual fue subrogada por la Resolución 2082 de 2016, indicó:

“De conformidad con las normas pretranscritas a las Administradoras del
Sistema  de  la  Protección  Social  les  corresponde  adelantar  las
acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, aplicando
de manera obligatoria los estándares de procesos que fije la UGPP,
entidad que debe implementar mecanismos para la determinación y cobro de
las contribuciones parafiscales de la protección social que adelanten dichas
Administradoras,  incluyendo  la  definición  de  estándares  y mejores
prácticas, lo cual es acorde con lo dispuesto por la Ley 100 de 1993…”

Dentro de la  acción de nulidad formulada contra la Resolución 444 de
2013, la UGPP en su defensa expresó:

Que,  conforme  lo  prescribe  el  artículo  178 de  la  Ley 1607 de  2012,  las
Administradoras  del  Sistema  de  la  Protección  Social  continuarán
adelantando las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados,
para lo cual estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos
que fije la UGPP; que con la modificación introducida por el artículo 178 de
la Ley 1607 de 2012, se reiteró su competencia para conocer de los eventos
de mora en el pago de la contribución a su cargo y se impuso adicionalmente
una tarea a la UGPP, relativa a la fijación de estándares respecto de tal
proceso. (…) 

Que el artículo 9° acusado de la Resolución núm. 444 de 2013, establece el
inicio  de  las  acciones  de  cobro  coactivo  o  judicial  por  parte  de  las
Administradoras del Sistema de la Protección Social,  actuación que debe
ser  desarrollada  una  vez  agotadas  sin  éxito  las  acciones
persuasivas,  lo  cual  busca  lograr  que  ellas  cumplan  con  su
obligación  legal  de  ejercer  el  cobro  de  la  mora  registrada  a  sus
afiliados,  competencia  que  como  bien  lo  menciona  el  demandante  se
encuentra  establecida  en  el  artículo  24  de  la  Ley  100  de  1993  y  como
también lo dispone el  artículo 178,  parágrafo,  de la Ley 1607 de 2012.”
(Negrita fuera de texto)

Así entonces, procede este Juzgado a verificar los documentos allegados
por la  parte ejecutante,  y a través de los cuales pretende conformar el
título ejecutivo. 

Se  observa  que  fue  aportada  la  comunicación  dirigida  a  CARLOS
ALBERTO  LARA  MONTOYA,  a  través  de  la  cual  se  le  informó  que
presentaba mora en el pago de los aportes pensionales de los trabajadores
afiliados a la administradora, indicando para el efecto, el periodo adeudado
y  el  valor  de  la  obligación  documentos  que  además  se  encuentran
debidamente cotejados, pues fueron enviados electrónicamente por correo
certificado  el  día  20  de  enero  de  2023  a  las  direcciones  electrónicas
reportadas en  el  certificado  de  matrícula  mercantil  de  persona  natural
expedido por la Cámara de Comercio del Quindío (01- fl. 35 pdf), los cuales
fueron entregados en la misma fecha, según el certificado emitido por la
empresa 4-72 (01- fls. 17 a 22 pdf).



EJECUTIVO N° 2023 00215 00

De manera que, la anterior comunicación se ajusta a lo dispuesto en el art.
5° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de cobro establecidos por
la UGPP, en el parágrafo del art. 9° de la Resolución No. 2082 de 2016, y
en el anexo técnico de esta misma disposición.

Ahora, se observa que la parte ejecutante, el día 15 de febrero de 2023,
expidió  la  liquidación de  aportes  pensionales  adeudadas,  en la  cual  se
relacionan las cotizaciones a cargo de la parte ejecutada pendientes de
pago,  (01-fls.  28 y 29 pdf).  Ha de  señalarse  que,  la  administradora de
pensiones expresó en este documento, que conforme a lo normado en el
art. 24 de la Ley 100 de 1993, y en el art. 14 lit. H de Decreto 656 de 1992,
la liquidación prestaba mérito ejecutivo.

A pesar de lo anterior, este Despacho echa de menos la ejecución de las
acciones persuasivas,  de que trata el  art.  12 de la Resolución 2082 de
2016, pues si bien se encuentra constituido el título ejecutivo, y se remitió
al  deudor  el  respectivo  aviso  de  incumplimiento,  no  se  observa  que  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS  PORVENIR  S.A.,  haya  contactado  mínimo  en  dos
oportunidades, a la accionada, con el fin de obtener el pago voluntario e
inmediato de la obligación aquí demandada. 

Y  si  bien  indicó  la  entidad  ejecutante  que,  inició  la  acción  judicial
omitiendo la realización de las acciones persuasivas, por tratarse de una
cartera de difícil recuperación ante el riesgo de incobrabilidad, en atención
de la Resolución 1702 de 2021, lo cierto es que, dicha normatividad no
resulta  aplicable  al  caso  puesto  a  consideración  de  este  Despacho,  en
tanto que por lo menos el periodo de noviembre de 2021 a junio de 2022
debe seguir el trámite regular previsto para ese momento, que no es otro
que la Resolución 2082 de 2016, habida cuenta que de conformidad con el
art. 22 de la Resolución 1702 de 2021, esta entró a regir a partir del 28 de
junio de 2022.

De manera que, si bien la liquidación emitida por la entidad ejecutante
presta mérito ejecutivo, en los términos del art. 24 de la Ley 100 de 1993,
lo  cierto  es  que,  para  conformar  en  debida  forma  el  título  base  de
ejecución, debe surtirse a cabalidad, el proceso de cobro dispuesto por la
UNIDAD  ADMINISTRATIVA  ESPECIAL  DE  GESTIÓN  PENSIONAL  Y
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN
SOCIAL (UGPP) a través de la Resolución No. 2082 de 2016, el cual resulta
imprescindible para ejercer las acciones judiciales pertinentes, pues todas
las entidades  que conforman el  sistema general  de seguridad social  en
pensiones, están obligadas a cumplir los estándares de cobro establecidos
en la citada normatividad. 

En ese orden de ideas, y al no haberse integrado en debida forma el título
ejecutivo,  este  Despacho  dispone  NEGAR el  mandamiento  de  pago
solicitado  por  la  SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE
PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:
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PRIMERO: RECONOCER PERSONERÍA al abogado GUSTAVO VILLEGAS
YEPES, identificado con cédula de ciudadanía número 1.144.054.635 de
Cali  - Valle y Tarjeta Profesional  343.407 del C.S. de la J. para actuar
como apoderado judicial de la parte ejecutante, en los términos y para los
fines del poder conferido (01 fls. 14 a 16 pdf).

SEGUNDO:  NEGAR  EL  MANDAMIENTO  DE  PAGO solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS PORVENIR S.A. contra  CARLOS ALBERTO LARA MONTOYA,
por las razones expuestas en la parte motiva. 

TERCERO:  DEVUÉLVASE la  demanda  ejecutiva  a  la  parte  ejecutante,
previas desanotaciones de rigor. 

CUARTO:  Una  vez  en  firme  esta  providencia,  ARCHÍVENSE las
actuaciones surtidas por el Juzgado.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    035  
HOY    08 DE JUNIO   DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  29  de  mayo  de  2023,  Pasa  al
Despacho de la señora Juez, demanda ejecutiva recibida por reparto. Queda
radicada bajo el número 2023-00216-00. Sírvase proveer.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., siete (7) de junio de dos mil veintitrés (2023).

Visto el  informe secretarial que antecede,  se observa que la SOCIEDAD
ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y  CESANTÍAS
PORVENIR S.A., pretende se libre mandamiento de pago contra CAMILO
MONTAÑA  LÓPEZ,  por  valor  de  $2.342.400,oo  correspondiente  a  las
cotizaciones pensionales obligatorias dejadas de pagar, durante el periodo
de septiembre de 2021 a noviembre de 2022 así como por los intereses
moratorios sobre los anteriores conceptos, desde la fecha en que se debió
cancelar cada cotización y hasta que se efectúe su pago (Doc. 01 E.E.). 

Teniendo en cuenta lo pretendido por la entidad ejecutante, en criterio de
esta sede judicial, seria del caso remitir la demanda por competencia en
virtud del factor territorial en aplicación del art. 5 del CPT y SS, sino fuera
porque la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en
recientes  providencias  AL694-  2023,  AL696-2023,  AL697-2023,  AL698-
2023, AL699-2023 y AL703-2023, resolvió conflictos en casos similares al
que hoy es objeto de conocimiento, y continuó señalado que la regla que se
adapta  en  materia  de  competencia  en  asuntos  de  igual  naturaleza,  es
decir, en los que se busca garantizar los derechos a la seguridad social de
los afiliados a través del  cobro ejecutivo a los empleadores de aquellas
cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente, es la establecida en
el  artículo 110 del  CPT y SS,  por  lo que este  Despacho,  en respeto  al
precedente vertical que en tal tópico ha sentado la Corporación encargada
de unificar la jurisprudencia en la Jurisdicción Ordinaria y por virtud de la
economía  procesal,  habrá  de  recoger  el  criterio  adoptado  y  en
consecuencia aplicar esta regla de decisión en asuntos como el que hoy
nos convoca. 

Para  resolver  entonces,  ha  de  tenerse  en cuenta  que los  arts.  100  del
C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen que podrá exigirse ejecutivamente
toda  obligación  que surja  de  una  relación  de  trabajo  o  que  conste  en



EJECUTIVO N° 2023 00216 00

documento  que  provenga  del  deudor,  de  su  causante  o  derive  de  una
decisión judicial o arbitral que se encuentre en firme, siempre y cuando
sea clara, expresa y exigible.

Ha  precisado  la  jurisprudencia  que,  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva, puede constar en cualquier documento,  sin que ello traduzca
que deba  estar  contenida  en uno solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica o que en su ser
incluya  el  mismo  negocio  jurídico,  de  los  cuales  se  extrae  su  fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  "título  ejecutivo
complejo"1

Ahora, teniendo en cuenta que en este caso se persigue el cobro de las
cotizaciones al sistema general en pensiones dejadas de cancelar por la
sociedad ejecutada, al respecto el art. 24 de la Ley 100 de 1993, dispone
que  las  administradoras  de  los  diferentes  regímenes  podrán  adelantar
acciones de cobro cuando exista incumplimiento frente a las obligaciones
del empleador. Agregó el anterior precepto que, la liquidación en la que se
defina el valor adeudado, prestará merito ejecutivo. 

Por  su  parte,  los  arts.  2  y  5  del  Decreto  2633  de  1994,  los  cuales
reglamentaron el art. 24 de la Ley 100 de 1993, establecen que una vez
vencidos los plazos para que los empleadores realizan las consignaciones,
las  entidades  administradoras  a  través  de  comunicación  dirigida  al
deudor,  lo  requerirá  para  que  cancele,  pero  si  transcurridos  15  días
siguientes a la elaboración del requerimiento, el empleador moroso no se
ha pronunciado, se elaborará la liquidación que presta mérito ejecutivo. 

A su turno, el parágrafo 1° del art. 178 de la Ley 1607 de 2012, dispuso
que las administradoras del sistema de la protección social, adelantarán
las acciones de cobro de las cotizaciones adeudadas por los aportantes, y
para tal efecto, se encontrarán obligadas a dar aplicación a los estándares
que fije la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL
Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN
SOCIAL (UGPP). 

De otro lado, a través de la Resolución 2082 de 2016, expedida por la
UNIDAD  ADMINISTRATIVA  ESPECIAL  DE  GESTIÓN  PENSIONAL  Y
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN
SOCIAL (UGPP), se estableció que, las administradoras del sistema general
de  protección  social,  deben  enviar  un  aviso  de  incumplimiento,  a  los
aportantes que presenten mora igual o inferior a 30 días, con el  fin de
incentivar el pago voluntario de las contribuciones adeudadas. 

1 Sentencia STC11406, del 27 de agosto de 2015, reiterada STC18085 del 02 de noviembre de 2017, Sala de
Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. 
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Una vez surtido lo anterior, las administradoras del sistema constituirán el
título que presta mérito ejecutivo respecto de las cotizaciones en mora, y
contactarán  al  deudor  mínimo  en  dos  oportunidades;  el  primer
requerimiento que se realizará dentro de los 15 días siguientes a la firmeza
del título, y la segunda comunicación, dentro de los 30 días siguientes,
contados a partir de la fecha en que se efectuó el primer contacto. 

Añadió la citada normatividad en su artículo 13, que una vez vencidos los
45 días correspondientes a las dos comunicaciones efectuadas al deudor,
las administradoras del sistema de protección social contarán con el plazo
máximo de 5 meses para iniciar las acciones de cobro coactivo o judicial.

 En este punto, se hace necesario traer a colación, el  pronunciamiento
efectuado  por  la  Sección  Primera  de  la  Sala  de  lo  Contencioso
Administrativo del H. Consejo de Estado, quien en sentencia de fecha 22
de septiembre de 2016, proferida dentro de la acción de simple nulidad
presentada por el señor WINSTON SAAVEDRA CHACÓN, contra los arts.
6°, 8° y 9° de la Resolución 444 del 28 de junio de 2013, expedida por la
UGPP, la cual fue subrogada por la Resolución 2082 de 2016, indicó:

“De conformidad con las normas pretranscritas a las Administradoras del
Sistema  de  la  Protección  Social  les  corresponde  adelantar  las
acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, aplicando
de manera obligatoria los estándares de procesos que fije la UGPP,
entidad que debe implementar mecanismos para la determinación y cobro de
las contribuciones parafiscales de la protección social que adelanten dichas
Administradoras,  incluyendo  la  definición  de  estándares  y mejores
prácticas, lo cual es acorde con lo dispuesto por la Ley 100 de 1993…”

Dentro de la  acción de nulidad formulada contra la Resolución 444 de
2013, la UGPP en su defensa expresó:

Que,  conforme  lo  prescribe  el  artículo  178 de  la  Ley 1607 de  2012,  las
Administradoras  del  Sistema  de  la  Protección  Social  continuarán
adelantando las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados,
para lo cual estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos
que fije la UGPP; que con la modificación introducida por el artículo 178 de
la Ley 1607 de 2012, se reiteró su competencia para conocer de los eventos
de mora en el pago de la contribución a su cargo y se impuso adicionalmente
una tarea a la UGPP, relativa a la fijación de estándares respecto de tal
proceso. (…) 

Que el artículo 9° acusado de la Resolución núm. 444 de 2013, establece el
inicio  de  las  acciones  de  cobro  coactivo  o  judicial  por  parte  de  las
Administradoras del Sistema de la Protección Social,  actuación que debe
ser  desarrollada  una  vez  agotadas  sin  éxito  las  acciones
persuasivas,  lo  cual  busca  lograr  que  ellas  cumplan  con  su
obligación  legal  de  ejercer  el  cobro  de  la  mora  registrada  a  sus
afiliados,  competencia  que  como  bien  lo  menciona  el  demandante  se
encuentra  establecida  en  el  artículo  24  de  la  Ley  100  de  1993  y  como
también lo dispone el  artículo 178,  parágrafo,  de la Ley 1607 de 2012.”
(Negrita fuera de texto)
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Así entonces, procede este Juzgado a verificar los documentos allegados
por la  parte ejecutante,  y a través de los cuales pretende conformar el
título ejecutivo. 

Se  observa  que  fue  aportada  la  comunicación  dirigida  a  CAMILO
MONTAÑA LÓPEZ, a través de la cual se le informó que presentaba mora
en el  pago de los aportes pensionales de los trabajadores afiliados a la
administradora, indicando para el efecto, el periodo adeudado y el valor de
la  obligación  documentos  que  además  se  encuentran  debidamente
cotejados, pues fueron enviados electrónicamente por correo certificado el
día 20 de enero de 2023 a las direcciones electrónicas reportadas en el
certificado  de  matrícula  mercantil  de  persona  natural  expedido  por  la
Cámara  de  Comercio  del  Quindío,  (01-  fl  23  pdf),  los  cuales  fueron
entregados en la misma fecha, según el certificado emitido por la empresa
4-72, (01- fls. 30-3 pdf).

De manera que, la anterior comunicación se ajusta a lo dispuesto en el art.
5° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de cobro establecidos por
la UGPP, en el parágrafo del art. 9° de la Resolución No. 2082 de 2016, y
en el anexo técnico de esta misma disposición.

Ahora, se observa que la parte ejecutante, el día 15 de febrero de 2023,
expidió  la  liquidación de  aportes  pensionales  adeudadas,  en la  cual  se
relacionan las cotizaciones a cargo de la parte ejecutada pendientes de
pago,  (01-fls.  16 y 17 pdf).  Ha de  señalarse  que,  la  administradora de
pensiones expresó en este documento, que conforme a lo normado en el
art. 24 de la Ley 100 de 1993, y en el art. 14 lit. H de Decreto 656 de 1992,
la liquidación prestaba mérito ejecutivo.

A pesar de lo anterior, este Despacho echa de menos la ejecución de las
acciones persuasivas,  de que trata el  art.  12 de la Resolución 2082 de
2016, pues si bien se encuentra constituido el título ejecutivo, y se remitió
al  deudor  el  respectivo  aviso  de  incumplimiento,  no  se  observa  que  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS  PORVENIR  S.A.,  haya  contactado  mínimo  en  dos
oportunidades, a la accionada, con el fin de obtener el pago voluntario e
inmediato de la obligación aquí demandada. 

Y  si  bien  indicó  la  entidad  ejecutante  que,  inició  la  acción  judicial
omitiendo la realización de las acciones persuasivas, por tratarse de una
cartera de difícil recuperación ante el riesgo de incobrabilidad, en atención
de la Resolución 1702 de 2021, lo cierto es que, dicha normatividad no
resulta  aplicable  al  caso  puesto  a  consideración  de  este  Despacho,  en
tanto que por lo menos los periodos de septiembre de 2021 a junio de
2022 debe seguir el trámite regular previsto para ese momento, que no es
otro que la Resolución 2082 de 2016, habida cuenta que de conformidad
con el art. 22 de la Resolución 1702 de 2021, esta entró a regir a partir del
28 de junio de 2022.
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De manera que, si bien la liquidación emitida por la entidad ejecutante
presta mérito ejecutivo, en los términos del art. 24 de la Ley 100 de 1993,
lo  cierto  es  que,  para  conformar  en  debida  forma  el  título  base  de
ejecución, debe surtirse a cabalidad, el proceso de cobro dispuesto por la
UNIDAD  ADMINISTRATIVA  ESPECIAL  DE  GESTIÓN  PENSIONAL  Y
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN
SOCIAL (UGPP) a través de la Resolución No. 2082 de 2016, el cual resulta
imprescindible para ejercer las acciones judiciales pertinentes, pues todas
las entidades  que conforman el  sistema general  de seguridad social  en
pensiones, están obligadas a cumplir los estándares de cobro establecidos
en la citada normatividad. 

En ese orden de ideas, y al no haberse integrado en debida forma el título
ejecutivo,  este  Despacho  dispone  NEGAR el  mandamiento  de  pago
solicitado  por  la  SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE
PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO: RECONOCER PERSONERÍA al abogado GUSTAVO VILLEGAS
YEPES, identificado con cédula de ciudadanía número 1.144.054.635 de
Cali  - Valle y Tarjeta Profesional  343.407 del C.S. de la J. para actuar
como apoderado judicial de la parte ejecutante, en los términos y para los
fines del poder conferido (01- fls. 13 a 15 pdf).

SEGUNDO:  NEGAR  EL  MANDAMIENTO  DE  PAGO solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS PORVENIR S.A.  contra  CAMILO MONTAÑA LÓPEZ,  por  las
razones expuestas en la parte motiva. 

TERCERO:  DEVUÉLVASE la  demanda  ejecutiva  a  la  parte  ejecutante,
previas desanotaciones de rigor. 

CUARTO:  Una  vez  en  firme  esta  providencia,  ARCHÍVENSE las
actuaciones surtidas por el Juzgado. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    035  
HOY    08 DE JUNIO    DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz



Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 29 de mayo de 2023, Pasa al 

Despacho de la señora Juez, demanda ejecutiva recibida por reparto. Queda 

radicada bajo el número 2023-00217-00. Sírvase proveer. 

 

 

 

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO 

Secretaria 
PGR 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES 

DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá, D.C., siete (7) de junio de dos mil veintitrés (2023). 

 

Visto el informe secretarial que antecede, se observa que la SOCIEDAD 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR 

S.A., pretende se libre mandamiento de pago contra SOLUCIONES 

INTEGRALES DE VIVIENDA SOCIAL S.A.S., por valor de $4.000.000,oo 

correspondiente a las cotizaciones pensionales obligatorias dejadas de 

pagar, durante el periodo de septiembre de 2021 a noviembre de 2022 así 

como por los intereses moratorios sobre los anteriores conceptos, desde la 

fecha en que se debió cancelar cada cotización y hasta que se efectúe su 

pago (Doc. 01 E.E.).  

 

Para resolver entonces, ha de tenerse en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. 

y S.S. y 422 del C.G.P., disponen que podrá exigirse ejecutivamente toda 

obligación que surja de una relación de trabajo o que conste en documento 

que provenga del deudor, de su causante o derive de una decisión judicial 

o arbitral que se encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y 

exigible. 

 

Ha precisado la jurisprudencia que, la obligación demandable por vía 

ejecutiva, puede constar en cualquier documento, sin que ello traduzca que 

deba estar contenida en uno solo, pues no existe prohibición que impida 

que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o conexos, 

con los cuales se constituya una unidad jurídica o que en su ser incluya el 

mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza ejecutiva, unidad 

que la doctrina ha denominado "título ejecutivo complejo"1 

 

Ahora, teniendo en cuenta que en este caso se persigue el cobro de las 

cotizaciones al sistema general en pensiones dejadas de cancelar por la 

sociedad ejecutada, al respecto el art. 24 de la Ley 100 de 1993, dispone 

que las administradoras de los diferentes regímenes podrán adelantar 

acciones de cobro cuando exista incumplimiento frente a las obligaciones 

del empleador. Agregó el anterior precepto que, la liquidación en la que se 

defina el valor adeudado, prestará merito ejecutivo.  

  

Por su parte, los arts. 2 y 5 del Decreto 2633 de 1994, los cuales 

reglamentaron el art. 24 de la Ley 100 de 1993, establecen que una vez 

                                                           
1 Sentencia STC11406, del 27 de agosto de 2015, reiterada STC18085 del 02 de noviembre de 2017, Sala de 

Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia.  
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vencidos los plazos para que los empleadores realizan las consignaciones, 

las entidades administradoras a través de comunicación dirigida al deudor, 

lo requerirá para que cancele, pero si transcurridos 15 días siguientes a la 

elaboración del requerimiento, el empleador moroso no se ha pronunciado, 

se elaborará la liquidación que presta mérito ejecutivo.  

 

A su turno, el parágrafo 1° del art. 178 de la Ley 1607 de 2012, dispuso que 

las administradoras del sistema de la protección social, adelantarán las 

acciones de cobro de las cotizaciones adeudadas por los aportantes, y para 

tal efecto, se encontrarán obligadas a dar aplicación a los estándares que 

fije la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL (UGPP).  

 

De otro lado, a través de la Resolución 2082 de 2016, expedida por la 

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL (UGPP), se estableció que, las administradoras del sistema general 

de protección social, deben enviar un aviso de incumplimiento, a los 

aportantes que presenten mora igual o inferior a 30 días, con el fin de 

incentivar el pago voluntario de las contribuciones adeudadas.  

 

Una vez surtido lo anterior, las administradoras del sistema constituirán el 

título que presta mérito ejecutivo respecto de las cotizaciones en mora, y 

contactarán al deudor mínimo en dos oportunidades; el primer 

requerimiento que se realizará dentro de los 15 días siguientes a la firmeza 

del título, y la segunda comunicación, dentro de los 30 días siguientes, 

contados a partir de la fecha en que se efectuó el primer contacto.  

 

Añadió la citada normatividad en su artículo 13, que una vez vencidos los 

45 días correspondientes a las dos comunicaciones efectuadas al deudor, 

las administradoras del sistema de protección social contarán con el plazo 

máximo de 5 meses para iniciar las acciones de cobro coactivo o judicial. 

 

 En este punto, se hace necesario traer a colación, el pronunciamiento 

efectuado por la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso 

Administrativo del H. Consejo de Estado, quien en sentencia de fecha 22 de 

septiembre de 2016, proferida dentro de la acción de simple nulidad 

presentada por el señor WINSTON SAAVEDRA CHACÓN, contra los arts. 6°, 

8° y 9° de la Resolución 444 del 28 de junio de 2013, expedida por la UGPP, 

la cual fue subrogada por la Resolución 2082 de 2016, indicó: 

 

“De conformidad con las normas pretranscritas a las Administradoras del 
Sistema de la Protección Social les corresponde adelantar las 

acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, aplicando 

de manera obligatoria los estándares de procesos que fije la UGPP, 
entidad que debe implementar mecanismos para la determinación y cobro de 
las contribuciones parafiscales de la protección social que adelanten dichas 
Administradoras, incluyendo la definición de estándares y mejores 

prácticas, lo cual es acorde con lo dispuesto por la Ley 100 de 1993…” 

 

Dentro de la acción de nulidad formulada contra la Resolución 444 de 2013, 

la UGPP en su defensa expresó: 

 

Que, conforme lo prescribe el artículo 178 de la Ley 1607 de 2012, las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social continuarán adelantando 
las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, para lo cual 

estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la 
UGPP; que con la modificación introducida por el artículo 178 de la Ley 1607 
de 2012, se reiteró su competencia para conocer de los eventos de mora en el 
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pago de la contribución a su cargo y se impuso adicionalmente una tarea a la 
UGPP, relativa a la fijación de estándares respecto de tal proceso. (…)  
 

Que el artículo 9° acusado de la Resolución núm. 444 de 2013, establece el 
inicio de las acciones de cobro coactivo o judicial por parte de las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social, actuación que debe 

ser desarrollada una vez agotadas sin éxito las acciones persuasivas, 

lo cual busca lograr que ellas cumplan con su obligación legal de 
ejercer el cobro de la mora registrada a sus afiliados, competencia que 
como bien lo menciona el demandante se encuentra establecida en el artículo 
24 de la Ley 100 de 1993 y como también lo dispone el artículo 178, 
parágrafo, de la Ley 1607 de 2012.” (Negrita fuera de texto) 

 

Así entonces, procede este Juzgado a verificar los documentos allegados por 

la parte ejecutante, y a través de los cuales pretende conformar el título 

ejecutivo.  

 

Se observa que fue aportada la comunicación dirigida a SOLUCIONES 

INTEGRALES DE VIVIENDA SOCIAL S.A.S., a través de la cual se le informó 

que presentaba mora en el pago de los aportes pensionales de los 

trabajadores afiliados a la administradora, indicando para el efecto, el 

periodo adeudado y el valor de la obligación documentos que además se 

encuentran debidamente cotejados, pues fueron enviados electrónicamente 

por correo certificado el día 20 de enero de 2023 a las direcciones 

electrónicas reportadas en el certificado de Existencia y Representación 

Legal, (01- fl. 25 pdf), los cuales fueron entregados en la misma fecha, según 

el certificado emitido por la empresa 4-72, (01- fls. 35 a 40 pdf). 

 

De manera que, la anterior comunicación se ajusta a lo dispuesto en el art. 

5° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de cobro establecidos por 

la UGPP, en el parágrafo del art. 9° de la Resolución No. 2082 de 2016, y en 

el anexo técnico de esta misma disposición. 

 

Ahora, se observa que la parte ejecutante, el día 15 de febrero de 2023, 

expidió la liquidación de aportes pensionales adeudadas, en la cual se 

relacionan las cotizaciones a cargo de la parte ejecutada pendientes de pago, 

(01-fls. 17 a 19 pdf). Ha de señalarse que, la administradora de pensiones 

expresó en este documento, que conforme a lo normado en el art. 24 de la 

Ley 100 de 1993, y en el art. 14 lit. H de Decreto 656 de 1992, la liquidación 

prestaba mérito ejecutivo. 

 

A pesar de lo anterior, este Despacho echa de menos la ejecución de las 

acciones persuasivas, de que trata el art. 12 de la Resolución 2082 de 2016, 

pues si bien se encuentra constituido el título ejecutivo, y se remitió al 

deudor el respectivo aviso de incumplimiento, no se observa que la 

SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS PORVENIR S.A., haya contactado mínimo en dos 

oportunidades, a la accionada, con el fin de obtener el pago voluntario e 

inmediato de la obligación aquí demandada.  

 

Y si bien indicó la entidad ejecutante que, inició la acción judicial omitiendo 

la realización de las acciones persuasivas, por tratarse de una cartera de 

difícil recuperación ante el riesgo de incobrabilidad, en atención de la 

Resolución 1702 de 2021, lo cierto es que, dicha normatividad no resulta 

aplicable al caso puesto a consideración de este Despacho, en tanto que por 

lo menos los periodos de septiembre de 2021 a junio de 2022 deben seguir 

el trámite regular previsto para ese momento, que no es otro que la 

Resolución 2082 de 2016, habida cuenta que de conformidad con el art. 22 



EJECUTIVO N° 2023 00217 00 

de la Resolución 1702 de 2021, esta entró a regir a partir del 28 de junio de 

2022. 

 

De manera que, si bien la liquidación emitida por la entidad ejecutante 

presta mérito ejecutivo, en los términos del art. 24 de la Ley 100 de 1993, 

lo cierto es que, para conformar en debida forma el título base de ejecución, 

debe surtirse a cabalidad, el proceso de cobro dispuesto por la UNIDAD 

ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL (UGPP) a través de la Resolución No. 2082 de 2016, el cual resulta 

imprescindible para ejercer las acciones judiciales pertinentes, pues todas 

las entidades que conforman el sistema general de seguridad social en 

pensiones, están obligadas a cumplir los estándares de cobro establecidos 

en la citada normatividad.  

 

En ese orden de ideas, y al no haberse integrado en debida forma el título 

ejecutivo, este Despacho dispone NEGAR el mandamiento de pago 

solicitado por la SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE 

PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A. 

 

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE: 

 

PRIMERO: RECONOCER PERSONERÍA al abogado GUSTAVO VILLEGAS 

YEPES, identificado con cédula de ciudadanía número 1.144.054.635 de 

Cali - Valle y Tarjeta Profesional 343.407 del C.S. de la J. para actuar como 

apoderado judicial de la parte ejecutante, en los términos y para los fines 

del poder conferido (01- fls. 13 a 15 pdf). 

 

SEGUNDO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por la 

SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS PORVENIR S.A. contra SOLUCIONES INTEGRALES DE 

VIVIENDA SOCIAL S.A.S., por las razones expuestas en la parte motiva.  

 

TERCERO: DEVUÉLVASE la demanda ejecutiva a la parte ejecutante, 

previas desanotaciones de rigor.  

 

CUARTO: Una vez en firme esta providencia, ARCHÍVENSE las actuaciones 

surtidas por el Juzgado.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS 

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 
 

EL ANTERIOR PROVEÍDO SE NOTIFICA A LAS 
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO NO. 035 

HOY 08 DE JUNIO DE 2023 A LAS OCHO (8.00 
A.M.) DE LA MAÑANA. 

 
JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO 

Secretaria 

Firmado Por:



Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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INFORME SECRETARIAL:  Bogotá D.C.,  29 de mayo de 2023,  pasa al
Despacho informando que correspondió por reparto la presente demanda
ejecutiva  y  quedó  radicada  bajo  el  No.  2023-00283,  así  mismo,  obra
memorial de impulso procesal (Doc. 03 E.E.). Sírvase proveer.
 

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria.

Jv

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS

LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., siete (7) de junio de dos mil veintitrés (2023).

Visto el informe secretarial que antecede, procede a estudiar el Juzgado la
viabilidad  de  la  presente  ejecución,  encontrando  que  la  SOCIEDAD
ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y  CESANTÍAS
PORVENIR  S.A.  pretende  se  libre  mandamiento  de  pago  en  contra  de
CONSTRUARQ MSR S A S, por valor de $4.230.699, correspondiente a las
cotizaciones  pensionales  obligatorias  dejadas  de  pagar  y  la  suma  de
$6.157.000 por concepto de intereses moratorios (01-fls. 1 y 2 pdf). 

Para resolver lo anterior, ha de tenerse en cuenta que  los arts. 100 del
C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen que podrá exigirse ejecutivamente
toda obligación  que surja  de  una relación de  trabajo  o  que conste  en
documento  que provenga  del  deudor,  de  su causante  o  derive  de  una
decisión judicial o arbitral que se encuentre en firme, siempre y cuando
sea clara, expresa y exigible. 

Ha  precisado  la  jurisprudencia,  que  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva, puede constar en cualquier documento, sin que ello traduzca
que  deba  estar  contenida  en  un  solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica o que en su ser
incluya  el  mismo  negocio  jurídico,  de  los  cuales  se  extrae  su  fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Ahora, teniendo en cuenta que en este caso se persigue el cobro de las
cotizaciones al sistema general en pensiones dejadas de cancelar por la
sociedad ejecutada, al respecto el art. 24 de la Ley 100 de 1993, dispone
que las  administradoras  de  los  diferentes  regímenes,  podrán adelantar
acciones de cobro cuando exista incumplimiento frente a las obligaciones

1 Sentencia STC11406, del 27 de agosto de 2015, reiterada STC18085 del 02 de noviembre de 2017, Sala de Casación Civil

de la Corte Suprema de Justicia.  
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del empleador. Agregó el anterior precepto que, la liquidación en la cual se
defina el valor adeudado, prestará merito ejecutivo.

Por  su  parte,  los  arts.  2  y  5  del  Decreto  2633  de  1994,  los  cuales
reglamentaron el art. 24 de la Ley 100 de 1993, establecen que una vez
vencidos los plazos para que los empleadores realizan las consignaciones,
las  entidades  administradoras  a  través  de  comunicación  dirigida  al
deudor,  lo  requerirá  para  que  cancele,  pero  si  transcurridos  15  días
siguientes a la elaboración del requerimiento, el empleador moroso no se
ha pronunciado, se elaborará la liquidación que presta mérito ejecutivo.  

A su turno, el parágrafo 1° del art. 178 de la Ley 1607 de 2012, dispuso
que las administradoras del sistema de la protección social, adelantarán
las acciones de cobro de las cotizaciones adeudadas por los aportantes, y
para tal efecto, se encontrarán obligadas a dar aplicación a los estándares
que  fije  la  UNIDAD  ADMINISTRATIVA  ESPECIAL  DE  GESTIÓN
PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA
PROTECCIÓN SOCIAL (UGPP).

De otro lado, a través de la Resolución 2082 de 2016, expedida por la
UNIDAD  ADMINISTRATIVA  ESPECIAL  DE  GESTIÓN  PENSIONAL  Y
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN
SOCIAL (UGPP), se estableció que, las administradoras del sistema general
de  protección  social,  deben  enviar  un  aviso  de  incumplimiento,  a  los
aportantes que presenten mora igual o inferior a 30 días, con el  fin de
incentivar el pago voluntario de las contribuciones adeudadas. 

Una vez surtido lo anterior, las administradoras del sistema constituirán el
título que presta mérito ejecutivo respecto de las cotizaciones en mora, y
contactarán  al  deudor  mínimo  en  dos  oportunidades;  el  primer
requerimiento que se realizará dentro de los 15 días siguientes a la firmeza
del título, y la segunda comunicación, dentro de los 30 días siguientes,
contados a partir de la fecha en que se efectuó el primer contacto.  

Añadió la citada normatividad en su artículo 13, que una vez vencidos los
45 días correspondientes a las dos comunicaciones efectuadas al deudor,
las administradoras del sistema de protección social contarán con el plazo
máximo de 5 meses para iniciar las acciones de cobro coactivo o judicial.

En este  punto,  se  hace necesario  traer  a colación,  el  pronunciamiento
efectuado  por  la  Sección  Primera  de  la  Sala  de  lo  Contencioso
Administrativo del H. Consejo de Estado, quien en sentencia de fecha 22
de septiembre de 2016, proferida dentro de la acción de simple nulidad
presentada por el señor WINSTON SAAVEDRA CHACÓN, contra los arts.
6°, 8° y 9° de la Resolución 444 del 28 de junio de 2013, expedida por la
UGPP, la cual fue subrogada por la Resolución 2082 de 2016, indicó:

“De conformidad con las normas pretranscritas  a las  Administradoras
del Sistema de la Protección Social les corresponde adelantar las
acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, aplicando
de manera obligatoria los estándares de procesos que fije la UGPP ,
entidad que debe implementar mecanismos para la determinación y cobro
de  las  contribuciones  parafiscales  de  la  protección  social  que  adelanten
dichas  Administradoras,  incluyendo  la  definición  de  estándares  y
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mejores prácticas, lo cual es acorde con lo dispuesto por la Ley 100 de
1993…” 

Dentro de la acción de nulidad formulada contra la Resolución 444 de
2013, la UGPP en su defensa expresó:

Que,  conforme lo  prescribe  el  artículo  178 de la Ley 1607 de 2012,  las
Administradoras  del  Sistema  de  la  Protección  Social  continuarán
adelantando las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados,
para lo cual estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos
que fije la UGPP; que con la modificación introducida por el artículo 178 de
la Ley 1607 de 2012, se reiteró su competencia para conocer de los eventos
de  mora  en  el  pago  de  la  contribución  a  su  cargo  y  se  impuso
adicionalmente una tarea a la UGPP, relativa a la fijación de estándares
respecto de tal proceso.

(…)

Que el artículo 9° acusado de la Resolución núm. 444 de 2013, establece el
inicio  de  las  acciones  de  cobro  coactivo  o  judicial  por  parte  de  las
Administradoras del Sistema de la Protección Social,  actuación que debe
ser  desarrollada  una  vez  agotadas  sin  éxito  las  acciones
persuasivas,  lo  cual  busca  lograr  que  ellas  cumplan  con  su
obligación  legal  de  ejercer  el  cobro  de  la  mora  registrada  a  sus
afiliados,  competencia  que  como  bien  lo  menciona  el  demandante  se
encuentra  establecida  en  el  artículo  24  de  la  Ley 100 de  1993  y  como
también lo dispone el  artículo 178, parágrafo,  de la Ley 1607 de 2012.”
(Negrita fuera de texto)

Así entonces, procede este Juzgado a verificar los documentos allegados
por la  parte ejecutante,  y a través de los cuales pretende conformar el
título ejecutivo.  

Se observa que fue aportada la comunicación dirigida a  CONSTRUARQ
MSR S A S, a través de la cual se le informó que presentaba mora en el
pago  de  los  aportes  pensionales  de  los  trabajadores  afiliados  a  la
administradora, indicando para el efecto, el periodo adeudado y el valor de
la obligación, misiva que fue enviada por correo electrónico certificado (01-
fls. 13 a 16 pdf).

Sea  del  caso  señalar,  que  la  anterior  comunicación,  se  ajusta  a  lo
dispuesto en el art. 5° del Decreto 2633 de 1994, y a los  estándares de
cobro  establecidos  por  la  UGPP,  en  el  parágrafo  del  art.  9°  de  la
Resolución  No.  2082  de  2016,  y  en  el  anexo  técnico  de  esta  misma
disposición.

El requerimiento en mención se envió y entregó el 31 de octubre de 2022
al  correo  electrónico construarqmsr@gmail.com el  cual  se  encuentra
debidamente registrado en el certificado de existencia y presentación legal
de  la  sociedad  ejecutada  (01-fl.  21  pdf),  pues  así  se  desprende  del
certificado de comunicación electrónica emitido por la empresa 4-72, (01-
fls. 17 a 20 pdf).

De  manera  que,  la  actuación  desplegada  por  la  administradora  de
pensiones se ajusta a lo normado en el art.  9° de la Resolución 2082 de
2016, expedida por la UGPP, pues el aviso de incumplimiento se remitió al
deudor, previa constitución del título ejecutivo. 

mailto:construarqmsr@gmail.com
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Ahora,  se  observa  que la  parte  ejecutante,  el  día  5 de  enero  de  2023,
expidió  la  liquidación de  aportes  pensionales  adeudadas,  en la  cual  se
relacionan las cotizaciones a cargo de la parte ejecutada pendientes de
pago,  (01-fls.  10 a 12 pdf).  Ha de señalarse que,  la  administradora de
pensiones expresó en este documento, que conforme a lo normado en el
art. 24 de la Ley 100 de 1993, y en el art. 14 lit. H de Decreto 656 de 1992,
la liquidación prestaba mérito ejecutivo.

A pesar de lo anterior, este Despacho echa de menos la ejecución de las
acciones persuasivas,  de que trata el  art.  12 de la Resolución 2082 de
2016, pues si bien se encuentra constituido el título ejecutivo, y se remitió
al  deudor  el  respectivo  aviso  de  incumplimiento,  no  se  observa  que  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS  PORVENIR  S.A.,  haya  contactado  mínimo  en  dos
oportunidades a CONSTRUARQ MSR S A S, con el fin de obtener el pago
voluntario e inmediato de la obligación aquí demandada.  

Y si bien indicó la entidad ejecutante en el hecho 4° de la demanda, que,
inicio  la  acción  judicial  omitiendo  la  realización  de  las  acciones
persuasivas,  por  tratarse de una cartera de difícil  recuperación ante el
riesgo de incobrabilidad, en atención de la Resolución 1702 de 2021, (01-
fl. 3 pdf), lo cierto es que, dicha normatividad no resulta aplicable al caso
puesto  a  consideración  de  este  Despacho,  pues  se  tratan  de  aportes
pensionales que datan de enero de 2014 a febrero de 2021 (01-fl. 10 pdf),
que debe seguir el trámite regular previsto para ese momento, que no es
otro que la Resolución 2082 de 2016; habida cuenta que de conformidad
con el art. 22 de la Resolución 1702 de 2021, esta entró a regir a partir del
28 de junio de 2022.

De manera que, si bien la liquidación emitida por la entidad ejecutante
presta mérito ejecutivo, en los términos del art. 24 de la Ley 100 de 1993,
lo  cierto  es  que,  para  conformar  en  debida  forma  el  título  base  de
ejecución, debe surtirse a cabalidad, el proceso de cobro dispuesto por la
UNIDAD  ADMINISTRATIVA  ESPECIAL  DE  GESTIÓN  PENSIONAL  Y
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN
SOCIAL  (UGPP)  a  través  de  la  Resolución  No.  2082  de  2016,  el  cual
resulta  imprescindible  para  ejercer  las  acciones  judiciales  pertinentes,
pues todas las entidades que conforman el sistema general de seguridad
social en pensiones, están obligadas a cumplir los estándares de cobro
establecidos en la citada normatividad.

En ese orden de ideas, y al no haberse integrado en debida forma el título
ejecutivo,  este  Despacho  dispone  NEGAR el  mandamiento  de  pago
solicitado  por  la  SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE
PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO: RECONOCER PERSONERÍA  a la  sociedad LITIGAR PUNTO
COM S.A.S., identificada con el NIT N° 830.070.346-3 para actuar como
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apoderada judicial de la parte ejecutante, en los términos y para los fines
del poder conferido (01-ff. 58, 66 a 71 pdf).  

Lo anterior, de conformidad a lo dispuesto en el inc. 2° art. 75 del C.G.P.,
el cual prevé:

“Igualmente podrá otorgarse poder a una persona jurídica cuyo objeto social
principal  sea la  prestación  de  servicios  jurídicos.  En este  evento,  podrá
actuar en el proceso cualquier profesional del derecho inscrito en su
certificado de existencia y representación legal. (…)” Negrita fuera de
texto.

SEGUNDO:  NEGAR  EL  MANDAMIENTO  DE  PAGO  solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS PORVENIR S.A. contra CONSTRUARQ MSR S A S,  por las
razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

TERCERO:  DEVUÉLVASE  la  demanda  ejecutiva  a  la  parte  ejecutante,
previas desanotaciones de rigor. 

CUARTO: Una  vez  en  firme  esta  providencia,  ARCHÍVENSE  las
actuaciones surtidas por el Juzgado. 

El  EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    035  
HOY    08 DE JUNIO DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,
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INFORME SECRETARIAL:  Bogotá D.C.,  29 de mayo de 2023,  pasa al
Despacho informando que correspondió por reparto la presente demanda
ejecutiva  y  quedó  radicada  bajo  el  No.  2023-00284,  así  mismo,  obra
memorial de impulso procesal (Doc. 03 E.E.). Sírvase proveer.
 

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria.

Jv

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS

LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., siete (7) de junio de dos mil veintitrés (2023).

Visto  el  informe  secretarial  que  antecede,  sería  del  caso  estudiar  la
viabilidad de librar mandamiento de pago, de no ser porque el Despacho
observa que carece de competencia en razón a la cuantía. 

Lo anterior, en vista de que lo pretendido al tiempo de presentación de la
demanda  (art.  26  C.G.P),  asciende  a  la  suma  de  $23.422.880 por
concepto de aportes pensionales dejados de pagar e intereses moratorios
(01-fls. 1 y 2 pdf),  razón por la cual, no es posible tramitar el presente
proceso en única instancia, por superarse los veinte (20) salarios mínimos
legales  mensuales  vigentes  para  el  año  2023,  es  decir,  la  suma  de
$23.200.000, factor de competencia establecido en el art. 12 del C.P.T. y
de  la  S.S.,  modificado  por  el  art.  46 de  la  Ley  1395 de  2010,  el  cual
determina qué asuntos se tramitan en única y en primera instancia en
materia laboral. 

De manera que, la competencia para conocer de este asunto recae en los
Juzgados  Laborales  del  Circuito  de  Bogotá,  a  quienes  se  remitirá  el
presente proceso. 

No  sin  antes  precisar  que,  en  el  evento  de  que  se  presente  diferencia
respecto al conocimiento del presente proceso, lo procedente es suscitar el
RESPECTIVO  CONFLICTO  NEGATIVO;  trámite  este  que  encuentra
regulación en el artículo 139 del C.G.P, concordante con lo dispuesto en el
artículo 18 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia. 

Por lo anterior, este Juzgado RESUELVE: 

PRIMERO: DECLARAR la falta de competencia sobre este asunto, por el
factor objetivo (cuantía), conforme lo motivado en este proveído.  
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SEGUNDO:  REMITIR la  presente  demanda  a  la  Oficina  Judicial  de
Reparto, para que sea repartida entre los Juzgados Laborales del Circuito
de Bogotá. 
TERCERO: Por Secretaría LÍBRESE el oficio correspondiente, previas 
desanotaciones de rigor. 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO,  podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    035  
HOY    08 DE JUNIO DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,
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INFORME SECRETARIAL:  Bogotá D.C.,  29 de mayo de 2023,  pasa al
Despacho informando que correspondió por reparto la presente demanda
ejecutiva  y  quedó  radicada  bajo  el  No.  2023-00286,  así  mismo,  obra
memorial de impulso procesal (Doc. 03 E.E.). Sírvase proveer.
 

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria.

Jv

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS

LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., siete (7) de junio de dos mil veintitrés (2023).

Visto  el  informe  secretarial  que  antecede,  sería  del  caso  estudiar  la
viabilidad de librar mandamiento de pago, de no ser porque el Despacho
observa que carece de competencia en razón a la cuantía. 

Lo anterior, en vista de que lo pretendido al tiempo de presentación de la
demanda  (art.  26  C.G.P),  asciende  a  la  suma  de  $25.703.683 por
concepto de aportes pensionales dejados de pagar e intereses moratorios
(01-fls. 1 y 2 pdf),  razón por la cual, no es posible tramitar el presente
proceso en única instancia, por superarse los veinte (20) salarios mínimos
legales  mensuales  vigentes  para  el  año  2023,  es  decir,  la  suma  de
$23.200.000, factor de competencia establecido en el art. 12 del C.P.T. y
de  la  S.S.,  modificado  por  el  art.  46 de  la  Ley  1395 de  2010,  el  cual
determina qué asuntos se tramitan en única y en primera instancia en
materia laboral. 

De manera que, la competencia para conocer de este asunto recae en los
Juzgados  Laborales  del  Circuito  de  Bogotá,  a  quienes  se  remitirá  el
presente proceso. 

No  sin  antes  precisar  que,  en  el  evento  de  que  se  presente  diferencia
respecto al conocimiento del presente proceso, lo procedente es suscitar el
RESPECTIVO  CONFLICTO  NEGATIVO;  trámite  este  que  encuentra
regulación en el artículo 139 del C.G.P, concordante con lo dispuesto en el
artículo 18 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia. 

Por lo anterior, este Juzgado RESUELVE: 

PRIMERO: DECLARAR la falta de competencia sobre este asunto, por el
factor objetivo (cuantía), conforme lo motivado en este proveído.  
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SEGUNDO:  REMITIR la  presente  demanda  a  la  Oficina  Judicial  de
Reparto, para que sea repartida entre los Juzgados Laborales del Circuito
de Bogotá. 
TERCERO:  Por  Secretaría LÍBRESE  el  oficio  correspondiente,  previas
desanotaciones de rigor. 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO,  podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    035  
HOY    08 DE JUNIO DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,
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INFORME SECRETARIAL:  Bogotá D.C.,  29 de mayo de 2023,  pasa al
Despacho informando que correspondió por reparto la presente demanda
ejecutiva  y  quedó  radicada  bajo  el  No.  2023-00287,  así  mismo,  obra
memorial de impulso procesal (Doc. 03 E.E.). Sírvase proveer.
 

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria.

Jv

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS

LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., siete (7) de junio de dos mil veintitrés (2023).

Visto  el  informe  secretarial  que  antecede,  sería  del  caso  estudiar  la
viabilidad de librar mandamiento de pago, de no ser porque el Despacho
observa que carece de competencia en razón a la cuantía. 

Lo anterior, en vista de que lo pretendido al tiempo de presentación de la
demanda  (art.  26  C.G.P),  asciende  a  la  suma  de  $24.974.467  por
concepto de aportes pensionales dejados de pagar e intereses moratorios
(01-fls. 1 y 2 pdf),  razón por la cual, no es posible tramitar el presente
proceso en única instancia, por superarse los veinte (20) salarios mínimos
legales  mensuales  vigentes  para  el  año  2023,  es  decir,  la  suma  de
$23.200.000, factor de competencia establecido en el art. 12 del C.P.T. y
de  la  S.S.,  modificado  por  el  art.  46 de  la  Ley  1395 de  2010,  el  cual
determina qué asuntos se tramitan en única y en primera instancia en
materia laboral. 

De manera que, la competencia para conocer de este asunto recae en los
Juzgados  Laborales  del  Circuito  de  Bogotá,  a  quienes  se  remitirá  el
presente proceso. 

No  sin  antes  precisar  que,  en  el  evento  de  que  se  presente  diferencia
respecto al conocimiento del presente proceso, lo procedente es suscitar el
RESPECTIVO  CONFLICTO  NEGATIVO;  trámite  este  que  encuentra
regulación en el artículo 139 del C.G.P, concordante con lo dispuesto en el
artículo 18 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia. 

Por lo anterior, este Juzgado RESUELVE: 

PRIMERO: DECLARAR la falta de competencia sobre este asunto, por el
factor objetivo (cuantía), conforme lo motivado en este proveído.  
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SEGUNDO:  REMITIR la  presente  demanda  a  la  Oficina  Judicial  de
Reparto, para que sea repartida entre los Juzgados Laborales del Circuito
de Bogotá. 
TERCERO:  Por  Secretaría LÍBRESE  el  oficio  correspondiente,  previas
desanotaciones de rigor. 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO,  podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    035  
HOY    08 DE JUNIO DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 29 de mayo de 2023, pasa al 

Despacho informando que correspondió por reparto la presente demanda 

ejecutiva y quedó radicada bajo el No. 2023-00288, así mismo, obra 

memorial de impulso procesal (Doc. 03 E.E.). Sírvase proveer. 

  

 

 

 

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO 

Secretaria. 
Jv 

  

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 

LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá, D.C., siete (7) de junio de dos mil veintitrés (2023). 

 

Visto el informe secretarial que antecede, procede a estudiar el Juzgado la 

viabilidad de la presente ejecución, encontrando que la SOCIEDAD 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR 

S.A. pretende se libre mandamiento de pago en contra de AISTHER SAS EN 

LIQUIDACION, por valor de $2.148.014, correspondiente a las cotizaciones 

pensionales obligatorias dejadas de pagar y la suma de $2.524.300 por 

concepto de intereses moratorios (01-fls. 1 y 2 pdf).  

 

Teniendo en cuenta lo pretendido por la entidad ejecutante, en criterio de 

esta sede judicial, seria del caso remitir la demanda por competencia en 

aplicación del art. 5 del CPT y SS, sino fuera porque la Sala de Casación 

Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en recientes providencias AL694- 

2023, AL696-2023, AL697-2023, AL698-2023, AL699-2023 y AL703-2023, 

resolvió conflictos en casos similares al que hoy es objeto de conocimiento, 

y continuó señalado que la regla que se adapta en materia de competencia 

en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los 

derechos a la seguridad social de los afiliados a través del cobro ejecutivo a 

los empleadores de aquellas cotizaciones que no fueron satisfechas 

oportunamente, es la establecida en el artículo 110 del CPT y SS, por lo que 

este Despacho en aplicación del principio de economía procesal, avoca 

conocimiento de este asunto y procede al estudio de la presente demanda.  

 

Para resolver lo anterior, ha de tenerse en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. 

y S.S. y 422 del C.G.P., disponen que podrá exigirse ejecutivamente toda 

obligación que surja de una relación de trabajo o que conste en documento 

que provenga del deudor, de su causante o derive de una decisión judicial 

o arbitral que se encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y 

exigible.  

 

Ha precisado la jurisprudencia, que la obligación demandable por vía 

ejecutiva, puede constar en cualquier documento, sin que ello traduzca que 

deba estar contenida en un solo, pues no existe prohibición que impida que 

pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o conexos, con 
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los cuales se constituya una unidad jurídica o que en su ser incluya el 

mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza ejecutiva, unidad 

que la doctrina ha denominado “título ejecutivo complejo”1. 

 

Ahora, teniendo en cuenta que en este caso se persigue el cobro de las 

cotizaciones al sistema general en pensiones dejadas de cancelar por la 

sociedad ejecutada, al respecto el art. 24 de la Ley 100 de 1993, dispone 

que las administradoras de los diferentes regímenes, podrán adelantar 

acciones de cobro cuando exista incumplimiento frente a las obligaciones 

del empleador. Agregó el anterior precepto que, la liquidación en la cual se 

defina el valor adeudado, prestará merito ejecutivo. 

 

Por su parte, los arts. 2 y 5 del Decreto 2633 de 1994, los cuales 

reglamentaron el art. 24 de la Ley 100 de 1993, establecen que una vez 

vencidos los plazos para que los empleadores realizan las consignaciones, 

las entidades administradoras a través de comunicación dirigida al deudor, 

lo requerirá para que cancele, pero si transcurridos 15 días siguientes a la 

elaboración del requerimiento, el empleador moroso no se ha pronunciado, 

se elaborará la liquidación que presta mérito ejecutivo.   

 

A su turno, el parágrafo 1° del art. 178 de la Ley 1607 de 2012, dispuso que 

las administradoras del sistema de la protección social, adelantarán las 

acciones de cobro de las cotizaciones adeudadas por los aportantes, y para 

tal efecto, se encontrarán obligadas a dar aplicación a los estándares que 

fije la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL (UGPP). 

 

De otro lado, a través de la Resolución 2082 de 2016, expedida por la 

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL (UGPP), se estableció que, las administradoras del sistema general 

de protección social, deben enviar un aviso de incumplimiento, a los 

aportantes que presenten mora igual o inferior a 30 días, con el fin de 

incentivar el pago voluntario de las contribuciones adeudadas.  

 

Una vez surtido lo anterior, las administradoras del sistema constituirán el 

título que presta mérito ejecutivo respecto de las cotizaciones en mora, y 

contactarán al deudor mínimo en dos oportunidades; el primer 

requerimiento que se realizará dentro de los 15 días siguientes a la firmeza 

del título, y la segunda comunicación, dentro de los 30 días siguientes, 

contados a partir de la fecha en que se efectuó el primer contacto.   

 

Añadió la citada normatividad en su artículo 13, que una vez vencidos los 

45 días correspondientes a las dos comunicaciones efectuadas al deudor, 

las administradoras del sistema de protección social contarán con el plazo 

máximo de 5 meses para iniciar las acciones de cobro coactivo o judicial. 

 

En este punto, se hace necesario traer a colación, el pronunciamiento 

efectuado por la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso 

Administrativo del H. Consejo de Estado, quien en sentencia de fecha 22 de 

septiembre de 2016, proferida dentro de la acción de simple nulidad 

                                                           
1 Sentencia STC11406, del 27 de agosto de 2015, reiterada STC18085 del 02 de noviembre de 2017, Sala de Casación Civil 
de la Corte Suprema de Justicia.   
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presentada por el señor WINSTON SAAVEDRA CHACÓN, contra los arts. 6°, 

8° y 9° de la Resolución 444 del 28 de junio de 2013, expedida por la UGPP, 

la cual fue subrogada por la Resolución 2082 de 2016, indicó: 

 

“De conformidad con las normas pretranscritas a las  Administradoras del 

Sistema de la Protección Social les corresponde adelantar las 

acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, aplicando 
de manera obligatoria los estándares de procesos que fije la UGPP, 
entidad que debe implementar mecanismos para la determinación y cobro de 
las contribuciones parafiscales de la protección social que adelanten dichas 
Administradoras, incluyendo la definición de estándares y mejores 

prácticas, lo cual es acorde con lo dispuesto por la Ley 100 de 1993…”  

 

Dentro de la acción de nulidad formulada contra la Resolución 444 de 2013, 

la UGPP en su defensa expresó: 

 

Que, conforme lo prescribe el artículo 178 de la Ley 1607 de 2012, las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social continuarán adelantando 
las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, para lo cual 
estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la 

UGPP; que con la modificación introducida por el artículo 178 de la Ley 1607 
de 2012, se reiteró su competencia para conocer de los eventos de mora en el 
pago de la contribución a su cargo y se impuso adicionalmente una tarea a la 
UGPP, relativa a la fijación de estándares respecto de tal proceso. 
 
(…) 
 
Que el artículo 9° acusado de la Resolución núm. 444 de 2013, establece el 
inicio de las acciones de cobro coactivo o judicial por parte de las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social, actuación que debe 
ser desarrollada una vez agotadas sin éxito las acciones persuasivas, 

lo cual busca lograr que ellas cumplan con su obligación legal de 
ejercer el cobro de la mora registrada a sus afiliados, competencia que 
como bien lo menciona el demandante se encuentra establecida en el artículo 
24 de la Ley 100 de 1993 y como también lo dispone el artículo 178, 
parágrafo, de la Ley 1607 de 2012.” (Negrita fuera de texto) 

 

Así entonces, procede este Juzgado a verificar los documentos allegados por 

la parte ejecutante, y a través de los cuales pretende conformar el título 

ejecutivo.   

 

Se observa que fue aportada la comunicación dirigida a de AISTHER SAS 

EN LIQUIDACION, a través de la cual se le informó que presentaba mora en 

el pago de los aportes pensionales de los trabajadores afiliados a la 

administradora, indicando para el efecto, el periodo adeudado y el valor de 

la obligación, misiva que fue enviada por correo electrónico certificado (01-

fls. 12 a 14 pdf). 

 

Sea del caso señalar, que la anterior comunicación, se ajusta a lo dispuesto 

en el art. 5° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de cobro 

establecidos por la UGPP, en el parágrafo del art. 9° de la Resolución No. 

2082 de 2016, y en el anexo técnico de esta misma disposición. 

 

El requerimiento en mención se envió y entregó el 31 de octubre de 2022 al 

correo electrónico rodrigo.ricardo@aisther.com.co el cual se encuentra 

debidamente registrado en el certificado de existencia y presentación legal 

de la sociedad ejecutada (01-fl. 21 pdf), pues así se desprende del certificado 

de comunicación electrónica emitido por la empresa 4-72, (01-fls. 15 a 20 

pdf). 

 

mailto:rodrigo.ricardo@aisther.com.co
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De manera que, la actuación desplegada por la administradora de pensiones 

se ajusta a lo normado en el art. 9° de la Resolución 2082 de 2016, expedida 

por la UGPP, pues el aviso de incumplimiento se remitió al deudor, previa 

constitución del título ejecutivo.  

 

Ahora, se observa que la parte ejecutante, el día 30 de enero de 2023, expidió 

la liquidación de aportes pensionales adeudadas, en la cual se relacionan 

las cotizaciones a cargo de la parte ejecutada pendientes de pago, (01-fls. 10 

y 11 pdf). Ha de señalarse que, la administradora de pensiones expresó en 

este documento, que conforme a lo normado en el art. 24 de la Ley 100 de 

1993, y en el art. 14 lit. H de Decreto 656 de 1992, la liquidación prestaba 

mérito ejecutivo. 

 

A pesar de lo anterior, este Despacho echa de menos la ejecución de las 

acciones persuasivas, de que trata el art. 12 de la Resolución 2082 de 2016, 

pues si bien se encuentra constituido el título ejecutivo, y se remitió al 

deudor el respectivo aviso de incumplimiento, no se observa que la 

SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS 

PORVENIR S.A., haya contactado mínimo en dos oportunidades a AISTHER 

SAS EN LIQUIDACION, con el fin de obtener el pago voluntario e inmediato 

de la obligación aquí demandada.   

 

Y si bien indicó la entidad ejecutante en el hecho 4° de la demanda, que, 

inicio la acción judicial omitiendo la realización de las acciones persuasivas, 

por tratarse de una cartera de difícil recuperación ante el riesgo de 

incobrabilidad, en atención de la Resolución 1702 de 2021, (01-fl. 3 pdf), lo 

cierto es que, dicha normatividad no resulta aplicable al caso puesto a 

consideración de este Despacho, pues se tratan de aportes pensionales que 

datan de diciembre de 2017 a abril de 2019 (01-fl. 10 pdf), que debe seguir 

el trámite regular previsto para ese momento, que no es otro que la 

Resolución 2082 de 2016; habida cuenta que de conformidad con el art. 22 

de la Resolución 1702 de 2021, esta entró a regir a partir del 28 de junio de 

2022. 

 

De manera que, si bien la liquidación emitida por la entidad ejecutante 

presta mérito ejecutivo, en los términos del art. 24 de la Ley 100 de 1993, 

lo cierto es que, para conformar en debida forma el título base de ejecución, 

debe surtirse a cabalidad, el proceso de cobro dispuesto por la UNIDAD 

ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL (UGPP) a través de la Resolución No. 2082 de 2016, el cual resulta 

imprescindible para ejercer las acciones judiciales pertinentes, pues todas 

las entidades que conforman el sistema general de seguridad social en 

pensiones, están obligadas a cumplir los estándares de cobro establecidos 

en la citada normatividad. 

 

En ese orden de ideas, y al no haberse integrado en debida forma el título 

ejecutivo, este Despacho dispone NEGAR el mandamiento de pago solicitado 

por la SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS PORVENIR S.A. 

 

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE: 

 

PRIMERO: RECONOCER PERSONERÍA a la sociedad LITIGAR PUNTO 

COM S.A.S., identificada con el NIT N° 830.070.346-3 para actuar como 
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apoderada judicial de la parte ejecutante, en los términos y para los fines 

del poder conferido (01-ff. 62, 69 a 74 pdf).   

 

Lo anterior, de conformidad a lo dispuesto en el inc. 2° art. 75 del C.G.P., 

el cual prevé: 

 
“Igualmente podrá otorgarse poder a una persona jurídica cuyo objeto social 
principal sea la prestación de servicios jurídicos. En este evento, podrá 

actuar en el proceso cualquier profesional del derecho inscrito en su 

certificado de existencia y representación legal. (…)” Negrita fuera de 
texto. 

 

SEGUNDO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por la 

SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS PORVENIR S.A. contra AISTHER SAS EN LIQUIDACION, por 

las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

TERCERO: DEVUÉLVASE la demanda ejecutiva a la parte ejecutante, 

previas desanotaciones de rigor.  

 

CUARTO: Una vez en firme esta providencia, ARCHÍVENSE las actuaciones 

surtidas por el Juzgado.  

 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS 

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 
 

EL ANTERIOR PROVEÍDO SE NOTIFICA A LAS 
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO NO. 035 
HOY 08 DE JUNIO DE 2023 A LAS OCHO (8.00 

A.M.) DE LA MAÑANA. 

 
JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO 

Secretaria 

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 93566416897693406d9e68d5749c76e9f28e68d0433499182281dc3331b615e5

Documento generado en 07/06/2023 09:07:23 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



EJECUTIVO No. 2023 00289 00 

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 29 de mayo de 2023, pasa al 

Despacho informando que correspondió por reparto la presente demanda 

ejecutiva y quedó radicada bajo el No. 2023-00289, así mismo, obra 

memorial de impulso procesal (Doc. 03 E.E.). Sírvase proveer. 

  

 

 

 

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO 

Secretaria. 
Jv 

  

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 

LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá, D.C., siete (7) de junio de dos mil veintitrés (2023). 

 

Visto el informe secretarial que antecede, procede a estudiar el Juzgado la 

viabilidad de la presente ejecución, encontrando que la SOCIEDAD 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR 

S.A. pretende se libre mandamiento de pago en contra de BJSJ 

TECNOSUMINISTROS S.A.S. – BJSJ S.A.S., por valor de $1.600.000, 

correspondiente a las cotizaciones pensionales obligatorias dejadas de 

pagar y la suma de $315.300 por concepto de intereses moratorios (01-fls. 

1 y 2 pdf).  

 

Teniendo en cuenta lo pretendido por la entidad ejecutante, en criterio de 

esta sede judicial, seria del caso remitir la demanda por competencia en 

aplicación del art. 5 del CPT y SS, sino fuera porque la Sala de Casación 

Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en recientes providencias AL694- 

2023, AL696-2023, AL697-2023, AL698-2023, AL699-2023 y AL703-2023, 

resolvió conflictos en casos similares al que hoy es objeto de conocimiento, 

y continuó señalado que la regla que se adapta en materia de competencia 

en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los 

derechos a la seguridad social de los afiliados a través del cobro ejecutivo a 

los empleadores de aquellas cotizaciones que no fueron satisfechas 

oportunamente, es la establecida en el artículo 110 del CPT y SS, por lo que 

este Despacho en aplicación del principio de economía procesal, avoca 

conocimiento de este asunto y procede al estudio de la presente demanda.  

 

Para resolver lo anterior, ha de tenerse en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. 

y S.S. y 422 del C.G.P., disponen que podrá exigirse ejecutivamente toda 

obligación que surja de una relación de trabajo o que conste en documento 

que provenga del deudor, de su causante o derive de una decisión judicial o 

arbitral que se encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y 

exigible.  

 

Ha precisado la jurisprudencia, que la obligación demandable por vía 

ejecutiva, puede constar en cualquier documento, sin que ello traduzca que 

deba estar contenida en un solo, pues no existe prohibición que impida que 
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pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o conexos, con 

los cuales se constituya una unidad jurídica o que en su ser incluya el 

mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza ejecutiva, unidad 

que la doctrina ha denominado “título ejecutivo complejo”1. 

 

Ahora, teniendo en cuenta que en este caso se persigue el cobro de las 

cotizaciones al sistema general en pensiones dejadas de cancelar por la 

sociedad ejecutada, al respecto el art. 24 de la Ley 100 de 1993, dispone 

que las administradoras de los diferentes regímenes, podrán adelantar 

acciones de cobro cuando exista incumplimiento frente a las obligaciones 

del empleador. Agregó el anterior precepto que, la liquidación en la cual se 

defina el valor adeudado, prestará merito ejecutivo. 

 

Por su parte, los arts. 2 y 5 del Decreto 2633 de 1994, los cuales 

reglamentaron el art. 24 de la Ley 100 de 1993, establecen que una vez 

vencidos los plazos para que los empleadores realizan las consignaciones, 

las entidades administradoras a través de comunicación dirigida al deudor, 

lo requerirá para que cancele, pero si transcurridos 15 días siguientes a la 

elaboración del requerimiento, el empleador moroso no se ha pronunciado, 

se elaborará la liquidación que presta mérito ejecutivo.   

 

A su turno, el parágrafo 1° del art. 178 de la Ley 1607 de 2012, dispuso que 

las administradoras del sistema de la protección social, adelantarán las 

acciones de cobro de las cotizaciones adeudadas por los aportantes, y para 

tal efecto, se encontrarán obligadas a dar aplicación a los estándares que 

fije la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL (UGPP). 

 

De otro lado, a través de la Resolución 2082 de 2016, expedida por la 

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL (UGPP), se estableció que, las administradoras del sistema general 

de protección social, deben enviar un aviso de incumplimiento, a los 

aportantes que presenten mora igual o inferior a 30 días, con el fin de 

incentivar el pago voluntario de las contribuciones adeudadas.  

 

Una vez surtido lo anterior, las administradoras del sistema constituirán el 

título que presta mérito ejecutivo respecto de las cotizaciones en mora, y 

contactarán al deudor mínimo en dos oportunidades; el primer 

requerimiento que se realizará dentro de los 15 días siguientes a la firmeza 

del título, y la segunda comunicación, dentro de los 30 días siguientes, 

contados a partir de la fecha en que se efectuó el primer contacto.   

 

Añadió la citada normatividad en su artículo 13, que una vez vencidos los 

45 días correspondientes a las dos comunicaciones efectuadas al deudor, 

las administradoras del sistema de protección social contarán con el plazo 

máximo de 5 meses para iniciar las acciones de cobro coactivo o judicial. 

 

En este punto, se hace necesario traer a colación, el pronunciamiento 

efectuado por la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso 

Administrativo del H. Consejo de Estado, quien en sentencia de fecha 22 de 

                                                           
1 Sentencia STC11406, del 27 de agosto de 2015, reiterada STC18085 del 02 de noviembre de 2017, Sala de Casación Civil 
de la Corte Suprema de Justicia.   
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septiembre de 2016, proferida dentro de la acción de simple nulidad 

presentada por el señor WINSTON SAAVEDRA CHACÓN, contra los arts. 6°, 

8° y 9° de la Resolución 444 del 28 de junio de 2013, expedida por la UGPP, 

la cual fue subrogada por la Resolución 2082 de 2016, indicó: 

 

“De conformidad con las normas pretranscritas a las  Administradoras del 

Sistema de la Protección Social les corresponde adelantar las 

acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, aplicando 
de manera obligatoria los estándares de procesos que fije la UGPP, 
entidad que debe implementar mecanismos para la determinación y cobro de 
las contribuciones parafiscales de la protección social que adelanten dichas 
Administradoras, incluyendo la definición de estándares y mejores 

prácticas, lo cual es acorde con lo dispuesto por la Ley 100 de 1993…”  

 

Dentro de la acción de nulidad formulada contra la Resolución 444 de 2013, 

la UGPP en su defensa expresó: 

 

Que, conforme lo prescribe el artículo 178 de la Ley 1607 de 2012, las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social continuarán adelantando 
las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, para lo cual 
estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la 

UGPP; que con la modificación introducida por el artículo 178 de la Ley 1607 
de 2012, se reiteró su competencia para conocer de los eventos de mora en el 
pago de la contribución a su cargo y se impuso adicionalmente una tarea a la 
UGPP, relativa a la fijación de estándares respecto de tal proceso. 
 
(…) 
 
Que el artículo 9° acusado de la Resolución núm. 444 de 2013, establece el 
inicio de las acciones de cobro coactivo o judicial por parte de las 
Administradoras del Sistema de la Protección Social, actuación que debe 
ser desarrollada una vez agotadas sin éxito las acciones persuasivas, 

lo cual busca lograr que ellas cumplan con su obligación legal de 
ejercer el cobro de la mora registrada a sus afiliados, competencia que 
como bien lo menciona el demandante se encuentra establecida en el artículo 
24 de la Ley 100 de 1993 y como también lo dispone el artículo 178, 
parágrafo, de la Ley 1607 de 2012.” (Negrita fuera de texto) 

 

Así entonces, procede este Juzgado a verificar los documentos allegados por 

la parte ejecutante, y a través de los cuales pretende conformar el título 

ejecutivo.   

 

Se observa que fue aportada la comunicación dirigida a BJSJ 

TECNOSUMINISTROS S.A.S. – BJSJ S.A.S., a través de la cual se le informó 

que presentaba mora en el pago de los aportes pensionales de los 

trabajadores afiliados a la administradora, indicando para el efecto, el 

periodo adeudado y el valor de la obligación, misiva que fue enviada por 

correo electrónico certificado (01-fls. 12 a 15 pdf). 

 

Sea del caso señalar, que la anterior comunicación, se ajusta a lo dispuesto 

en el art. 5° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de cobro 

establecidos por la UGPP, en el parágrafo del art. 9° de la Resolución No. 

2082 de 2016, y en el anexo técnico de esta misma disposición. 

 

El requerimiento en mención se envió y entregó el 16 de febrero de 2023 al 

correo electrónico bjsjtys@gmail.com el cual se encuentra debidamente 

registrado en el certificado de existencia y presentación legal de la sociedad 

ejecutada (01-fl. 24 pdf), pues así se desprende del certificado de 

comunicación electrónica emitido por la empresa 4-72, (01-fls. 16 a 23 pdf). 

 

mailto:bjsjtys@gmail.com
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De manera que, la actuación desplegada por la administradora de pensiones 

se ajusta a lo normado en el art. 9° de la Resolución 2082 de 2016, expedida 

por la UGPP, pues el aviso de incumplimiento se remitió al deudor, previa 

constitución del título ejecutivo.  

 

Ahora, se observa que la parte ejecutante, el día 24 de marzo de 2023, 

expidió la liquidación de aportes pensionales adeudadas, en la cual se 

relacionan las cotizaciones a cargo de la parte ejecutada pendientes de pago, 

(01-fls. 10 y 11 pdf). Ha de señalarse que, la administradora de pensiones 

expresó en este documento, que conforme a lo normado en el art. 24 de la 

Ley 100 de 1993, y en el art. 14 lit. H de Decreto 656 de 1992, la liquidación 

prestaba mérito ejecutivo. 

 

A pesar de lo anterior, este Despacho echa de menos la ejecución de las 

acciones persuasivas, de que trata el art. 12 de la Resolución 2082 de 2016, 

pues si bien se encuentra constituido el título ejecutivo, y se remitió al 

deudor el respectivo aviso de incumplimiento, no se observa que la 

SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS 

PORVENIR S.A., haya contactado mínimo en dos oportunidades a BJSJ 

TECNOSUMINISTROS S.A.S. – BJSJ S.A.S., con el fin de obtener el pago 

voluntario e inmediato de la obligación aquí demandada por lo menos frente 

a los aportes pensionales en mora que datan de abril a junio de 2022 (01- 

fls. 10 y 11 pdf). 

 

Y si bien indicó la entidad ejecutante en el hecho 4° de la demanda, que, 

inicio la acción judicial omitiendo la realización de las acciones persuasivas, 

por tratarse de una cartera de difícil recuperación ante el riesgo de 

incobrabilidad, en atención de la Resolución 1702 de 2021, (01-fl. 3 pdf), lo 

cierto es que, dicha normatividad no resulta aplicable al caso puesto a 

consideración de este Despacho, pues se tratan de aportes pensionales que 

datan de abril a junio de 2022 (01-fl. 10 pdf), que debe seguir el trámite 

regular previsto para ese momento, que no es otro que la Resolución 2082 

de 2016; habida cuenta que de conformidad con el art. 22 de la Resolución 

1702 de 2021, esta entró a regir a partir del 28 de junio de 2022. 

 

De manera que, si bien la liquidación emitida por la entidad ejecutante 

presta mérito ejecutivo, en los términos del art. 24 de la Ley 100 de 1993, 

lo cierto es que, para conformar en debida forma el título base de ejecución, 

debe surtirse a cabalidad, el proceso de cobro dispuesto por la UNIDAD 

ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL (UGPP) a través de la Resolución No. 2082 de 2016, el cual resulta 

imprescindible para ejercer las acciones judiciales pertinentes, pues todas 

las entidades que conforman el sistema general de seguridad social en 

pensiones, están obligadas a cumplir los estándares de cobro establecidos 

en la citada normatividad. 

 

En ese orden de ideas, y al no haberse integrado en debida forma el título 

ejecutivo, este Despacho dispone NEGAR el mandamiento de pago solicitado 

por la SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS PORVENIR S.A. 

 

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE: 
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PRIMERO: RECONOCER PERSONERÍA a la sociedad LITIGAR PUNTO 

COM S.A.S., identificada con el NIT N° 830.070.346-3 para actuar como 

apoderada judicial de la parte ejecutante, en los términos y para los fines 

del poder conferido (01-ff. 63, 70 a 75 pdf).   

 

Lo anterior, de conformidad a lo dispuesto en el inc. 2° art. 75 del C.G.P., 

el cual prevé: 

 
“Igualmente podrá otorgarse poder a una persona jurídica cuyo objeto social 
principal sea la prestación de servicios jurídicos. En este evento, podrá 

actuar en el proceso cualquier profesional del derecho inscrito en su 

certificado de existencia y representación legal. (…)” Negrita fuera de 
texto. 

 

SEGUNDO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por la 

SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS PORVENIR S.A. contra BJSJ TECNOSUMINISTROS S.A.S. – 

BJSJ S.A.S., por las razones expuestas en la parte motiva de esta 

providencia. 

 

TERCERO: DEVUÉLVASE la demanda ejecutiva a la parte ejecutante, 

previas desanotaciones de rigor.  

 

CUARTO: Una vez en firme esta providencia, ARCHÍVENSE las actuaciones 

surtidas por el Juzgado.  

 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS 

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 
 

EL ANTERIOR PROVEÍDO SE NOTIFICA A LAS 
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO NO. 035 
HOY 08 DE JUNIO DE 2023 A LAS OCHO (8.00 

A.M.) DE LA MAÑANA. 

 
JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO 

Secretaria 

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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INFORME SECRETARIAL:  Bogotá D.C.,  29 de mayo de 2023,  pasa al
Despacho informando que correspondió por reparto la presente demanda
ejecutiva  y  quedó  radicada  bajo  el  No.  2023-00291,  así  mismo,  obra
memorial de impulso procesal (Doc. 03 E.E.). Sírvase proveer.
 

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria.

Jv

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS

LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., siete (7) de junio de dos mil veintitrés (2023).

Visto el informe secretarial que antecede, procede a estudiar el Juzgado la
viabilidad  de  la  presente  ejecución,  encontrando  que  la  SOCIEDAD
ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y  CESANTÍAS
PORVENIR  S.A.  pretende  se  libre  mandamiento  de  pago  en  contra  de
JOSE OTONIEL OSPINA MUÑOZ, por valor de $960.000, correspondiente
a las cotizaciones pensionales obligatorias dejadas de pagar y la suma de
$275.700 por concepto de intereses moratorios (01-fls. 1 y 2 pdf).

Para resolver lo anterior, ha de tenerse en cuenta que  los arts. 100 del
C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen que podrá exigirse ejecutivamente
toda obligación  que surja  de  una relación de  trabajo  o  que conste  en
documento  que provenga  del  deudor,  de  su causante  o  derive  de  una
decisión judicial o arbitral que se encuentre en firme, siempre y cuando
sea clara, expresa y exigible. 

Ha  precisado  la  jurisprudencia,  que  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva, puede constar en cualquier documento, sin que ello traduzca
que  deba  estar  contenida  en  un  solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica o que en su ser
incluya  el  mismo  negocio  jurídico,  de  los  cuales  se  extrae  su  fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Ahora, teniendo en cuenta que en este caso se persigue el cobro de las
cotizaciones al sistema general en pensiones dejadas de cancelar por la
sociedad ejecutada, al respecto el art. 24 de la Ley 100 de 1993, dispone
que las  administradoras  de  los  diferentes  regímenes,  podrán adelantar
acciones de cobro cuando exista incumplimiento frente a las obligaciones

1 Sentencia STC11406, del 27 de agosto de 2015, reiterada STC18085 del 02 de noviembre de 2017, Sala de Casación Civil

de la Corte Suprema de Justicia.  



EJECUTIVO No. 2023 00291 00

del empleador. Agregó el anterior precepto que, la liquidación en la cual se
defina el valor adeudado, prestará merito ejecutivo.

Por  su  parte,  los  arts.  2  y  5  del  Decreto  2633  de  1994,  los  cuales
reglamentaron el art. 24 de la Ley 100 de 1993, establecen que una vez
vencidos los plazos para que los empleadores realizan las consignaciones,
las  entidades  administradoras  a  través  de  comunicación  dirigida  al
deudor,  lo  requerirá  para  que  cancele,  pero  si  transcurridos  15  días
siguientes a la elaboración del requerimiento, el empleador moroso no se
ha pronunciado, se elaborará la liquidación que presta mérito ejecutivo.  

A su turno, el parágrafo 1° del art. 178 de la Ley 1607 de 2012, dispuso
que las administradoras del sistema de la protección social, adelantarán
las acciones de cobro de las cotizaciones adeudadas por los aportantes, y
para tal efecto, se encontrarán obligadas a dar aplicación a los estándares
que  fije  la  UNIDAD  ADMINISTRATIVA  ESPECIAL  DE  GESTIÓN
PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA
PROTECCIÓN SOCIAL (UGPP).

De otro lado, a través de la Resolución 2082 de 2016, expedida por la
UNIDAD  ADMINISTRATIVA  ESPECIAL  DE  GESTIÓN  PENSIONAL  Y
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN
SOCIAL (UGPP), se estableció que, las administradoras del sistema general
de  protección  social,  deben  enviar  un  aviso  de  incumplimiento,  a  los
aportantes que presenten mora igual o inferior a 30 días, con el  fin de
incentivar el pago voluntario de las contribuciones adeudadas. 

Una vez surtido lo anterior, las administradoras del sistema constituirán el
título que presta mérito ejecutivo respecto de las cotizaciones en mora, y
contactarán  al  deudor  mínimo  en  dos  oportunidades;  el  primer
requerimiento que se realizará dentro de los 15 días siguientes a la firmeza
del título, y la segunda comunicación, dentro de los 30 días siguientes,
contados a partir de la fecha en que se efectuó el primer contacto.  

Añadió la citada normatividad en su artículo 13, que una vez vencidos los
45 días correspondientes a las dos comunicaciones efectuadas al deudor,
las administradoras del sistema de protección social contarán con el plazo
máximo de 5 meses para iniciar las acciones de cobro coactivo o judicial.

En este  punto,  se  hace necesario  traer  a colación,  el  pronunciamiento
efectuado  por  la  Sección  Primera  de  la  Sala  de  lo  Contencioso
Administrativo del H. Consejo de Estado, quien en sentencia de fecha 22
de septiembre de 2016, proferida dentro de la acción de simple nulidad
presentada por el señor WINSTON SAAVEDRA CHACÓN, contra los arts.
6°, 8° y 9° de la Resolución 444 del 28 de junio de 2013, expedida por la
UGPP, la cual fue subrogada por la Resolución 2082 de 2016, indicó:

“De conformidad con las normas pretranscritas  a las  Administradoras
del Sistema de la Protección Social les corresponde adelantar las
acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, aplicando
de manera obligatoria los estándares de procesos que fije la UGPP ,
entidad que debe implementar mecanismos para la determinación y cobro
de  las  contribuciones  parafiscales  de  la  protección  social  que  adelanten
dichas  Administradoras,  incluyendo  la  definición  de  estándares  y
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mejores prácticas, lo cual es acorde con lo dispuesto por la Ley 100 de
1993…” 

Dentro de la acción de nulidad formulada contra la Resolución 444 de
2013, la UGPP en su defensa expresó:

Que,  conforme lo  prescribe  el  artículo  178 de la Ley 1607 de 2012,  las
Administradoras  del  Sistema  de  la  Protección  Social  continuarán
adelantando las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados,
para lo cual estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos
que fije la UGPP; que con la modificación introducida por el artículo 178 de
la Ley 1607 de 2012, se reiteró su competencia para conocer de los eventos
de  mora  en  el  pago  de  la  contribución  a  su  cargo  y  se  impuso
adicionalmente una tarea a la UGPP, relativa a la fijación de estándares
respecto de tal proceso.

(…)

Que el artículo 9° acusado de la Resolución núm. 444 de 2013, establece el
inicio  de  las  acciones  de  cobro  coactivo  o  judicial  por  parte  de  las
Administradoras del Sistema de la Protección Social,  actuación que debe
ser  desarrollada  una  vez  agotadas  sin  éxito  las  acciones
persuasivas,  lo  cual  busca  lograr  que  ellas  cumplan  con  su
obligación  legal  de  ejercer  el  cobro  de  la  mora  registrada  a  sus
afiliados,  competencia  que  como  bien  lo  menciona  el  demandante  se
encuentra  establecida  en  el  artículo  24  de  la  Ley 100 de  1993  y  como
también lo dispone el  artículo 178, parágrafo,  de la Ley 1607 de 2012.”
(Negrita fuera de texto)

Así entonces, procede este Juzgado a verificar los documentos allegados
por la  parte ejecutante,  y a través de los cuales pretende conformar el
título ejecutivo.  

Se observa que fue aportada la comunicación dirigida a  JOSE OTONIEL
OSPINA MUÑOZ, a través de la cual se le informó que presentaba mora en
el  pago  de  los  aportes  pensionales  de  los  trabajadores  afiliados  a  la
administradora, indicando para el efecto, el periodo adeudado y el valor de
la obligación, misiva que fue enviada por correo electrónico certificado (01-
fls. 12 a 15 pdf).

Sea  del  caso  señalar,  que  la  anterior  comunicación,  se  ajusta  a  lo
dispuesto en el art. 5° del Decreto 2633 de 1994, y a los  estándares de
cobro  establecidos  por  la  UGPP,  en  el  parágrafo  del  art.  9°  de  la
Resolución  No.  2082  de  2016,  y  en  el  anexo  técnico  de  esta  misma
disposición.

El requerimiento en mención se envió y entregó el 31 de octubre de 2022
al correo electrónico ospinaconstructores@yahoo.es el cual se encuentra
debidamente registrado en el certificado de matrícula de persona natural
(01-fl.  24  pdf),  pues  así  se  desprende  del  certificado  de  comunicación
electrónica emitido por la empresa 4-72, (01-fls. 16 a 23 pdf).

De  manera  que,  la  actuación  desplegada  por  la  administradora  de
pensiones se ajusta a lo normado en el art.  9° de la Resolución 2082 de
2016, expedida por la UGPP, pues el aviso de incumplimiento se remitió al
deudor, previa constitución del título ejecutivo. 

mailto:OSPINACONSTRUCTORES@YAHOO.ES
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Ahora, se observa que la parte ejecutante, el día 24 de marzo de 2023,
expidió  la  liquidación de  aportes  pensionales  adeudadas,  en la  cual  se
relacionan las cotizaciones a cargo de la parte ejecutada pendientes de
pago,  (01-fls.  10 a 11 pdf).  Ha de señalarse que,  la  administradora de
pensiones expresó en este documento, que conforme a lo normado en el
art. 24 de la Ley 100 de 1993, y en el art. 14 lit. H de Decreto 656 de 1992,
la liquidación prestaba mérito ejecutivo.

A pesar de lo anterior, este Despacho echa de menos la ejecución de las
acciones persuasivas,  de que trata el  art.  12 de la Resolución 2082 de
2016, pues si bien se encuentra constituido el título ejecutivo, y se remitió
al  deudor  el  respectivo  aviso  de  incumplimiento,  no  se  observa  que  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS  PORVENIR  S.A.,  haya  contactado  mínimo  en  dos
oportunidades a JOSE OTONIEL OSPINA MUÑOZ, con el fin de obtener el
pago voluntario e inmediato de la obligación aquí demandada.  

Y si bien indicó la entidad ejecutante en el hecho 4° de la demanda, que,
inicio  la  acción  judicial  omitiendo  la  realización  de  las  acciones
persuasivas,  por  tratarse de una cartera de difícil  recuperación ante el
riesgo de incobrabilidad, en atención de la Resolución 1702 de 2021, (01-
fl. 3 pdf), lo cierto es que, dicha normatividad no resulta aplicable al caso
puesto  a  consideración  de  este  Despacho,  pues  se  tratan  de  aportes
pensionales que datan de abril a mayo de 2022  (01-fl. 10 pdf), que debe
seguir el trámite regular previsto para ese momento, que no es otro que la
Resolución 2082 de 2016; habida cuenta que de conformidad con el art.
22 de la Resolución 1702 de 2021, esta entró a regir a partir del 28 de
junio de 2022.

De manera que, si bien la liquidación emitida por la entidad ejecutante
presta mérito ejecutivo, en los términos del art. 24 de la Ley 100 de 1993,
lo  cierto  es  que,  para  conformar  en  debida  forma  el  título  base  de
ejecución, debe surtirse a cabalidad, el proceso de cobro dispuesto por la
UNIDAD  ADMINISTRATIVA  ESPECIAL  DE  GESTIÓN  PENSIONAL  Y
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN
SOCIAL  (UGPP)  a  través  de  la  Resolución  No.  2082  de  2016,  el  cual
resulta  imprescindible  para  ejercer  las  acciones  judiciales  pertinentes,
pues todas las entidades que conforman el sistema general de seguridad
social en pensiones, están obligadas a cumplir los estándares de cobro
establecidos en la citada normatividad.

En ese orden de ideas, y al no haberse integrado en debida forma el título
ejecutivo,  este  Despacho  dispone  NEGAR el  mandamiento  de  pago
solicitado  por  la  SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE
PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO: RECONOCER PERSONERÍA  a la  sociedad LITIGAR PUNTO
COM S.A.S., identificada con el NIT N° 830.070.346-3 para actuar como
apoderada judicial de la parte ejecutante, en los términos y para los fines
del poder conferido (01-ff. 60, 69 a 74 pdf).  
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Lo anterior, de conformidad a lo dispuesto en el inc. 2° art. 75 del C.G.P.,
el cual prevé:

“Igualmente podrá otorgarse poder a una persona jurídica cuyo objeto social
principal  sea la  prestación  de  servicios  jurídicos.  En este  evento,  podrá
actuar en el proceso cualquier profesional del derecho inscrito en su
certificado de existencia y representación legal. (…)” Negrita fuera de
texto.

SEGUNDO:  NEGAR  EL  MANDAMIENTO  DE  PAGO  solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS PORVENIR S.A. contra JOSE OTONIEL OSPINA MUÑOZ, por
las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

TERCERO:  DEVUÉLVASE  la  demanda  ejecutiva  a  la  parte  ejecutante,
previas desanotaciones de rigor. 

CUARTO: Una  vez  en  firme  esta  providencia,  ARCHÍVENSE  las
actuaciones surtidas por el Juzgado. 

El  EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    035  
HOY    08 DE JUNIO DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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